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NUESTRA OPINIÓN

Es misión de la Escuela desarrollar y fortalecer las habilidades y com-
petencias de los servidores judiciales en todos los temas que pue-

dan llegar a los tribunales para la sana administración de justicia. La 
promulgación de la ley general de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, Núm. 64-00, fue un llamado de atención a tomar este tema como 
prioridad para la formación y capacitación de los servidores judiciales. 
Así inician nuestros primeros cursos de derecho penal ambiental, con la 
participación de expertos nacionales e internacionales; la implementa-
ción de los mismos ha dado frutos fecundos en nuestros jueces y juezas.

Sin embargo, el compromiso de nuestra institución con el tema de me-
dio ambiente debe ir más allá de la formalidad de la capacitación. El 
derecho a un medio ambiente sano es un derecho humano fundamen-
tal, reconocido por nuestra Constitución. De la posibilidad de contar con 
un medio ambiente sano depende en gran medida el nivel de vida en 
general de las personas y por lo tanto el disfrute y ejercicio de los de-
más derechos. La preservación del medio ambiente es responsabilidad 
de nuestra generación, para que las generaciones futuras puedan seguir 
disfrutando del mismo, en las mejores condiciones.

Es pues, nuestra responsabilidad, así lo hemos asumido institucionalmen-
te, fomentar las buenas prácticas que ayuden a la preservación del me-
dio ambiente, ejemplo de ello es la aplicación de la política de cero pa-
pel, divulgar y aplicar  políticas de reciclaje, promover actividades que 
involucren a los servidores(as) judiciales en la reforestación, o la limpieza 
de playas, es parte de nuestra compromiso social ante un tema tan im-
portante en nuestro presente y nuestro futuro.

Dedicarle una edición de Saber y Justicia, es una muestra más de nuestro 
deseo de seguir contribuyendo con el tema, de la mano de profesionales 
dominicanos, quienes desde sus diferentes ámbitos profesionales están 
comprometidos con la importante misión de tener un mejor país, más 
sano, más verde, más limpio, en el presente y para el futuro.

Nuestra
OPINIÓN
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En procura de seguir capa-
citando sobre leyes que 

deben estudiar los actores 
del sistema judicial, la Escue-
la Nacional de la Judicatu-
ra (ENJ), inició en el mes de 
marzo de 2015, una serie de 
talleres de sensibilización so-
bre la Ley 107-13, que entró 
en vigencia en el mes de 
febrero del mismo año. Esta 
Ley versa sobre los derechos 
y deberes de las personas en 
sus relaciones con la admi-

Por:  Dilenia Hernández 

ENJ asume sensibilización sobre la 
Ley 107-13

nistración y de procedimiento administrativo. El objetivo de 
esta capacitación, fue analizar la ley y sus implicaciones so-
bre las actuaciones de la administración pública de la Repú-
blica Dominicana, especialmente en el Poder Judicial. 

Esta sensibilización inició con el equipo de Directores y En-
cargados de División del Poder Judicial, para continuar con 
los empleados de las diferentes dependencias que mayor 
relación tienen con lo previsto en la referida ley.  Entre los ex-
pertos que han fungido como facilitadores en los diferentes 
talleres, se encuentran: la Dra. Zulima Sánchez, docentede la 
Universidad de Salamanca, y colaboradora del Ministerio de 
Administración Pública; el Lic. Juan Manuel Guerrero de Je-
sús, experto administrativista; el magistrado Argenis García, 
entre otros.
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Durante un acto presidido 
por el magistrado presiden-
te de la Suprema Corte de 
Justicia, del Consejo del Po-
der Judicial, y del Consejo 
Directivo de la ENJ, doctor 
Mariano Germán Mejía, la 
Escuela Nacional de la Ju-
dicatura, inauguró su aula-
estrado, con la finalidad de 
facilitar el trabajo práctico 
de simulación de los aspiran-
tes a Jueces y Juezas de Paz. 
Esta apertura, consituye un 
beneficio para el proceso de 
enseñanza/aprendizaje al 
permitir que las prácticas se 

realicen en un espacio igual 
al que ejercerán sus funcio-
nes; al mismo tiempo se tra-
duce en ahorro de tiempo y 
costos al disminuir el traslado 
de los Aspirantes a los dife-
rentes tribunales. 

Tras realizar el corte de la 
cinta, el magistrado Ger-
mán Mejía, manifestó que 
esta   inauguración  es un 
logro importante para el fu-
turo de la justicia en la Repú-
blica Dominicana.  Exhortó a 
los Aspirantes a Juez (a) de 
Paz, a aprovechar y cuidar 

Moderna aula estrado para la 
formación de jueces
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el espacio, así como continuar preparándose con empeño y tesón. Mientras que la docto-
ra Gervasia Valenzuela Sosa, directora de la Escuela Nacional de la Judicatura, expresó su 
agradecimiento al magistrado Mariano Germán Mejía, y a los demás integrantes del Consejo 
Directivo, por el apoyo recibido para el logro  de este proyecto.

Durante la actividad, estuvieron presentes los integrantes del Consejo del Poder Judicial y del 
Consejo Directivo de la Escuela Nacional de la Judicatura, jueces, funcionarios judiciales e 
importantes personalidades y funcionarios del ámbito judicial, por supuesto el grupo de 120 
Aspirantes a Juez(a) de Paz, que componen los grupos 1-2014, 2-2014 y 3-2014.

ricano, dentro del contexto del plan maestro de formación 
regional.

El acto estuvo encabezado por el mayor general Manuel El-
pidio Castro Castillo,  jefe de la Policía Nacional; la Dra. Ger-
vasia Valenzuela Sosa, directora de la Escuela Nacional de la 
Judicatura; la Licda. Gladys Sánchez, directora de la Escuela 
Nacional del Ministerio Público; el Licdo. Robert Takata, de la 
Cancillería Dominicana y el Licdo. Hefer Morataya del Pro-
grama Centroamericano para el Control de Armas Peque-
ñas y Ligeras, CASAC.

Curso especializado para operadores 
de justicia sobre desarticulación de 
estructuras criminales del tráfico de armas 
La capacitación fue orga-
nizada por la Secretaría 
General del Sistema de la 
Integración Centroamerica-
na (SICA),  en coordinación 
con la Escuela Nacional de 
la Judicatura, la Escuela Na-
cional del Ministerio Público y  
el Instituto Especializado de 
Estudios Superiores de la Po-
licía Nacional. Además, con-
tó con el apoyo del Progra-
ma Centroamericano para 
el Control de Armas Peque-
ñas y Ligeras (CASAC). Tuvo 
como objetivo continuar 
mejorando las capacidades 
existentes en las instancias 
nacionales responsables de 
aplicar la justicia interna-
mente. Asimismo, contar con 
una mejor seguridad para 
las personas y sus bienes a 
nivel nacional y centroame-
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La Escuela Nacional de la 
Judicatura, ha certificado 
sus programas de formación 
bajo la norma de calidad 
ISO 9001:2008. La entrega 
oficial del certificado de 
calidad UNE-EN ISO 9001, 
que otorga la Asociación 
Española de Normalización 
y Certificación (AENOR), 
para los procesos formativos 
de la Escuela, fue realizada 

durante la primera sesión ordinaria de su Consejo Directivo, 
celebrada en este año 2015. 

Este  certificado está basado en la norma de calidad 
internacional ISO 9001:2008, que es la herramienta de gestión 
de la calidad más extendida en el mundo. Para la directora 
de la ENJ, Gervasia Valenzuela Sosa, esta certificación 
“confirma la calidad con la que se llevan a cabo los procesos 
de diseño e implementación de los diferentes programas de 
formación y capacitación de la institución”. 

Programas ENJ ahora están certificados 
ISO 9001:2008
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Los jueces integrantes de los 
Comités Responsables del 
Sistema de Capacitación 
Continua, en coordinación 
con la Escuela Nacional de 
la Judicatura, y la Dirección 
General de Carrera Judicial,  
realizaron una serie de con-
versatorios a nivel nacional, 
que sirvieron de punto de 
reflexión sobre los preceptos 
establecidos en la normativa 
ética del Poder Judicial, y el 
impacto positivo que preten-
de generar en la sociedad.  

La conversación estuvo en-
focada hacia la importancia 
de contar con un instrumen-
to como el  Código de Com-
portamiento Ético y su apli-
cación práctica, de manera 
que el respeto de esos prin-
cipios por parte de jueces 
y juezas, tenga un impacto 
favorable en el usuario del 
servicio de justicia, a través 
de una justicia oportuna, y 
confiable, tal como lo desea 
y merece la ciudadanía.

Sensibilización: Ética judicial y aplicaciones 
prácticas del Código de Comportamiento 
Ético del Poder Judicial
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ENCUENTRO CON

Delfina Amparo De León Salazar
Jueza Presidenta del Tribunal Superior Administrativo (TSA)

Entrevista por: Ángel Brito 
Fotografías: Dilenia Hernández

ENCUENTRO CON

 Magistrada,  ¿cuá-
les son las competencias 
del Tribunal Superior Ad-
ministrativo (TSA)?

DADLS. Mira,  la Constitución 
Política promulgada en fecha 
26 de enero del año 2010, dis-
puso en su Título XV de las Dis-
posiciones Generales y Transi-

torias, Capítulo II, Disposición 
Transitoria VI, que el Tribunal 
Contencioso Tributario y Ad-
ministrativo existente, pasará 
a ser el Tribunal Superior Ad-
ministrativo, con doble grado 
y dispuso para la jurisdicción 
en su artículo 165, las atribu-
ciones siguientes:

1)  Conocer de los recursos 
contra las decisiones en 
asuntos administrativos, tri-
butarios, financieros y muni-
cipales de cualquier tribunal 
contencioso administrativo 
de primera instancia, o que 
en esencia tenga ese ca-
rácter; 
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2) Conocer de los recursos con-
tenciosos contra los actos, 
actuaciones y disposiciones 
de autoridades administra-
tivas contrarias al Derecho 
como consecuencia de las 
relaciones entre la Admi-
nistración del Estado y los 
particulares, si éstos no son 
conocidos por los tribunales 
contencioso administrativos 
de primera instancia; 

3) Conocer y resolver en prime-
ra instancia o en apelación, 
de conformidad con la ley, 
las acciones contencioso 
administrativas que nazcan 
de los conflictos surgidos en-
tre la Administración Pública 
y sus funcionarios y emplea-
dos civiles; 

4) Las demás atribuciones con-
feridas por la ley.

La Ley 1494,que Instituye la 
Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, dispone las 
atribuciones siguientes:

“Art. 2.- Procederá también 
el recurso cuando la admi-
nistración o algún órgano 
administrativo autónomo no 
dictare resolución definitiva 
en el término de dos meses, 
estando agotado el trámi-
te, o cuando pendiente éste, 
se paralizará sin culpa del 
recurrente, por igual térmi-
no. Si se tratare de Consejos, 
Comisiones, Juntas u otras 
entidades colegiadas, proce-
derá también el recurso, por 

retardación, si sus miembros 
dejaran transcurrir el térmi-
no de treinta días sin reu-
nirse, salvo el caso de receso 
legal”.

“Art. 3.- El Tribunal Supe-
rior Administrativo será 
la jurisdicción competente 
para conocer y decidir, en 
la primera y última instan-
cia, las cuestiones relativas 
al cumplimiento, caducidad, 
rescisión, interpretación, 
y efectos de los contratos 
administrativos (concesio-
nes y contratos de servicios 
públicos o de construcción 
de obras públicas de San-
to Domingos las Comunes 
y Distritos Municipales con 
personas o empresas par-
ticulares, como igualmente 
las que versen sobre el uso y 
goce de las dependencias del 
dominio público del Estado. 
las Comunes o Distritos Mu-
nicipales”.

“Art. 5.- Las controversias 
sobre derechos de registros 
transcripción e inscripción 
de hipotecas, serán conoci-
das en primera y última ins-
tancia por el Tribunal Supe-
rior Administrativo.

“Art. 6.- También conocerá 
el Tribunal Superior Admi-
nistrativo en primera y úl-
tima instancia las contro-
versias sobre distribución de 
aguas públicas”.

La Ley No. 13-07, de fecha 
05 de febrero del año 2007, 
sobre Transición hacia el 
Control Jurisdiccional de la 
Actividad Administrativa del 
Estado, infiere que:

Párrafo: Extensión de Com-
petencias.- El Tribunal Con-
tencioso Tributario y Adminis-
trativo tendrá competencia 
además para conocer: (a) 
de la responsabilidad pa-
trimonial del Estado, de sus 
organismos autónomos, del 
Distrito Nacional, de los mu-
nicipios que conforman la 
provincia de Santo Domin-
go, así como de sus funcio-
narios, por su inobservancia 
o incumplimiento de las de-
cisiones emanadas de auto-
ridad judicial competente, 
que diriman controversias 
relativas a actos inherentes 
a sus funciones ; (b) los ac-
tos y disposiciones de las 
corporaciones profesionales 
adoptados en el ejercicio de 
potestades públicas; (c) los 
procedimientos relativos a 
la expropiación forzosa por 
causa de utilidad pública o 
interés social; y (d) los casos 
de vía de hecho administra-
tiva, excepto en materia de 
libertad individual.
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Y, ¿en el ámbito 
municipal?

DADLS. Según el Artículo 3.- 
sobre Contencioso Adminis-
trativo Municipal. El juzgado 
de primera Instancia en sus 
atribuciones civiles, con la 
excepción de los del Distrito 
Nacional y la Provincia de 
Santo Domingo, serán com-
petentes para conocer, en 
instancia única, y conforme 
al procedimiento contencio-
so tributario, de las contro-
versias de naturaleza con-
tenciosa administrativa que 
surjan entre las personas y 
los municipios, entre las que 
se incluyen las demandas 
en responsabilidad patrimo-
nial contra el municipio y sus 
funcionarios por actos inhe-
rentes a sus funciones, con 
la sola excepción de las ori-
ginadas con la conducción 
de vehículos de motor, así 
como los casos de vía de 
hecho administrativa incu-
rrido por el municipio. Al es-
tatuir sobre estos casos los 
Juzgados de Primera Instan-
cia aplicarán los principios 
y normas del Derecho Ad-
ministrativo y sólo recurrirán 
de manera excepcional, en 
ausencia de éstos, a los pre-
ceptos adecuados de la le-
gislación civil.

Por último, cabe destacar, 
que la Ley No. 137-11, Orgá-
nica del Tribunal Constitucio-
nal y de los Procedimientos 
Constitucionales, atribuye 
competencia para conocer 
de las acciones de amparo 
a las jurisdicciones especiali-
zadas y de manera exclusiva 
al Tribunal Superior Adminis-
trativo para conocer de las 
acciones de amparos con-
tra los actos y omisiones de 
la administración pública. 
Veamos: 

“Artículo 74. – Amparo 
en jurisdicciones especiali-
zadas. Los tribunales o ju-
risdicciones especializadas 
existentes o los que pudie-
ran ser posteriormente es-
tablecidos, deberán conocer 
también acciones de ampa-
ro, cuando el derecho fun-
damental vulnerado guarde 
afinidad o relación directa 
con el ámbito jurisdiccional 
específico que corresponda 
a ese tribunal especializado, 
debiendo seguirse, en todo 
caso, el procedimiento pre-
visto por esta ley. Artículo 
75.- Amparo contra actos y 
omisiones administrativas. 
La acción de amparo contra 
los actos u omisiones de la 
administración pública, en 
los casos que sea admisible, 
será de la competencia de la 
jurisdicción contencioso ad-
ministrativa”.

En resumen, el TSA tiene com-
petencia para conocer de 
los recursos contencioso-ad-
ministrativos, contencioso-tri-
butarios y de las acciones de 
amparo administrativo. 

Magistrada, ¿Cómo 
ha evolucionado la juris-
dicción administrativa 
desde la reforma consti-
tucional del año 2010? 

DADLS. La protección a los 
derechos fundamentales es 
parte esencial en la consti-
tución del 26 de enero del 
2010. Siendo el objetivo del 
Legislador que se reconoz-
can estos derechos, razón 
por la cual delega al Tribu-
nal Superior Administrativo 
el control de la legalidad de 
la actuación de la Adminis-
tración Pública, sometida 
dicha actuación a los prin-
cipios de eficacia, jerarquía, 
objetividad, igualdad, trans-
parencia, economía, publi-
cidad y coordinación con 
sometimiento pleno al orde-
namiento jurídico del Estado.

“Es importante señalar 
que el control jurisdic-
cional sobre la lega-
lidad de la actuación 
de la Administración, 
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sugiere que la misma 
ciudadanía pueda re-
querir este control de 
la Administración por 
la vía jurisdiccional, 
resultando un compo-
nente que coadyuva 
a la consolidación del 
Estado social y demo-
crático de Derecho”

Es importante señalar que el 
control jurisdiccional sobre la 
legalidad de la actuación 
de la Administración, sugie-
re que la misma ciudadanía 
pueda requerir este control 
de la Administración por la 
vía jurisdiccional, resultan-
do un componente que 
coadyuva a la consolida-
ción del Estado social y de-
mocrático de Derecho.

De lo establecido anterior-
mente podemos ver como 
la Jurisdicción Administrati-
va avanza a favor del país, 
contribuyendo al fortaleci-
miento del Estado de Dere-
cho y la Seguridad Jurídica, 
sentando las bases para el 
desarrollo del control con-
tencioso administrativo y, 
garantizando a los ciudada-
nos el cumplimiento de prin-
cipios constitucionales tales 

como: legalidad, imparcia-
lidad, igualdad ante la ley, 
las garantías al debido pro-
ceso y la protección judicial 
efectiva, todo ello con la fi-
nalidad de salvaguardar el 
respeto al orden jurídico, la 
seguridad, la paz social y al 
desarrollo democrático de 
nuestra nación.

  ¿Qué rol juega el 
TSA en la protección de de-

rechos fundamentales en 
República Dominicana?

DADLS. Bueno, el Tribunal 
Superior Administrativo, tie-
ne un papel trascendental, 
en virtud de que su función 
esencial es garantizar los de-
rechos fundamentales para 
las personas físicas y mora-
les, esto es en virtud del ca-
tálogo de derechos funda-
mentales contenido en la 
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Constitución y de las garan-
tías constitucionales de ma-
nera específica la prevista 
en el artículo 72 de la Carta 
Magna (Acción de Ampa-
ro) y sobre todo el Amparo 
Administrativo que crea la 
Ley 137-11 (Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional y de 
Procedimientos Constitucio-
nales).

Háblenos un poco del 
impacto de la Ley  107-13 en 
la jurisdicción administra-
tiva ¿Qué trae de nuevo?

DADLS.Una de las innovacio-
nes que trae la Ley 107-13, 
sobre los derechos de la per-
sonas en sus relaciones con 
la administración y procedi-
miento administrativo, es el 
carácter optativo del recur-
so administrativo, siendo esto 
un gran avance para los ad-
ministrados, en razón de que  
puedan decidir si utilizan o 
no la vía administrativa de 
recurso.

En ese tenor, entendemos 
que la vía del recurso opta-
tiva, conlleva a que la Ad-
ministración resuelva los re-
cursos de manera objetiva 
y apegada a los principios 
constitucionales consagra-
dos en nuestra Constitución.

Otra innovación de la referi-
da ley es la responsabilidad 
de los entes públicos y del 
personal a su servicio, en-
tendemos que un régimen 
de responsabilidad de Es-
tado que incluya no solo a 
sus entes, sino también a los 
funcionarios es fundamental, 
en virtud de que los funcio-
narios y los entes estatales 
actuaran al margen de la le-
galidad y del ordenamiento 
jurídico establecido. 

No podemos dejar de men-
cionar que a raíz de la Ley 
107-13, la Administración Pú-
blica se encuentra limitada 
a respetar y a encaminar 
su actuación sobre la base 
de los principios, por lo que 
el ejercicio de la potestad 
sancionadora se realizará 
siempre en el marco del pro-
cedimiento que reglamenta-
riamente se determine, bajo 

el sometimiento del Tribunal 
Superior Administrativo. 

En cuanto al régimen de los 
plazos de los procedimien-
tos, la mencionada ley im-
pulsa decididamente a la 
agilidad; a la exigencia de 
motivación de las decisio-
nes, etc.

Sería muy difícil y muy exten-
so relacionar todas las nove-
dades de esta ley, pero es-
tas son algunas de las más 
importantes.

“Los casos más fre-
cuentes son los re-
cursos contencioso-
administrativos, 
contencioso-tributa-
rios, acciones de am-
paro administrativo, 
medidas cautelares, 
medidas anticipadas, 
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recurso en retardación 
y recurso de revisión”

¿Cuáles son los casos
que se presentan con mayor 
frecuencia en TSA?

DADLS. Los casos más fre-
cuentes son los recursos 
contencioso-administrativos, 
contencioso-tributarios, ac-
ciones de amparo adminis-
trativo, medidas cautelares, 
medidas anticipadas, recur-
so en retardación y recurso 
de revisión. 

 ¿Cuáles son los 
principales desafíos del 
TSA en la actualidad?

DADLS. Nuestro primer de-
safío es poder satisfacer las 
necesidades de los ciuda-
danos, en el sentido de po-
der darle pronta respuesta 
a cada solicitud requerida; 
poder emitir las decisiones 
de cada asunto en un plazo 
razonable. A la entrada en 
vigencia de la Ley 107-13, 
Derechos de las Personas en 
sus Relaciones con la Admi-
nistración y de Procedimien-
to Administrativo.

Entendemos que en la ac-
tualidad el Tribunal ha hecho 
un excelente papel, ya que 

con la creación de la Terce-
ra Sala (Liquidadora), pudi-
mos fallar expedientes con 
más de un año en estado de 
fallo.

En ese mismo sentido, es-
tamos marcando los pre-
cedentes para que cada 
decisión se encuentre en-
marcada dentro de los prin-
cipios constitucionales, brin-
dándole las garantías con 
que cuentan los administra-
dos.  

¿Si tuviera que selec-
cionar las cinco decisiones 
más importantes del TSA 
en los últimos dos años 
¿cuáles serían y por qué?

DADLS. Voy a citarte las de-
cisiones que, a mi juicio, han 
sido más impactantes:
a) La acción constitucional de 

amparo decidida mediante 
la sentencia 0413-2014, dic-
tada por la Segunda Sala, 
que trata sobre la cancela-
ción del nombramiento de 
un miembro de la DNCD, 
mientras se encontraba 
bajo investigación por un 
asunto que fue ventilado en 
los tribunales, donde recibió 
un Auto de No Ha Lugar, in-
dicando el accionante que 
al realizar su cancelación 
le fueron violados derechos 
fundamentales, constitucio-

nalmente protegidos, pro-
curando que le sean resti-
tuidos a través de la acción 
constitucional de amparo, 
razones por las cuales consi-
deraba que debía ser reinte-
grado a la institución, paga-
dos los salarios dejados de 
percibir y en caso de que la 
parte accionada no acate 
la decisión sea condenada 
al pago de un astreinte.

En ese sentido, la Sala consi-
deró que en vista de que el 
accionante fue procesado 
judicialmente, siendo favo-
recido con un Auto de No 
Ha Lugar, y que el señor Dan-
ny Daniel Balbuena Bejaran, 
le había solicitado a la insti-
tución accionada, Dirección 
General de Control de Dro-
gas (DNCD), su reintegro sin 
que el mismo a la fecha de 
la acción se haya efectua-
do, comprobando la Sala, 
que se había cometido una 
injusticia y un proceso de 
vulneraciones constituciona-
les consagrados en los artí-
culos 6, 8, 38, 68 y 69.10 de 
la Constitución dominicana, 
y siendo que el tribunal está 
llamado a restituir las cosas 
al momento en que intervino 
la decisión, ordenó la rein-
tegración del señor DANNY 
DANIEL BALBUENA BEJARAN, 
a la Dirección General de 
Control de Drogas (DNCD), 



16 | REVISTA SABER Y JUSTICIA

///////////////////////////////////////////////////////////////

ENCUENTRO CON

en el mismo cargo que ocu-
paba, en consecuencia, se 
le reconozca el tiempo que 
estuvo fuera de labores, sal-
dándole los salarios dejados 
de pagar desde el momento 
de su desvinculación hasta 
la fecha de su reintegro a la 
Dirección General de Con-
trol de Drogas (DNCD).
b)  Con motivo de la solicitud 

de adopción de medida 
cautelar anticipada, deci-
dida mediante la Sentencia 
00031-2015, dictada por la 
Presidencia,  contra el Con-
sejo Nacional de Residen-
cias Médicas, en razón del 
aumento del período aca-
démico de cuatro a cinco 
(5) años para los Residentes 
de 4to. Año de Ortopedia 
y Traumatología del Hos-
pital Docente Universitario 
Dr. Darío Contreras, corres-
pondientes a la promoción 
2011 -2015, solicitando la 
parte recurrente, la suspen-
sión provisional del Acto 
Administrativo, Resolución 
No. 015014-2014; y en con-
secuencia, se ordene su 
inaplicabilidad hasta tanto 
se conozca el recurso con-
tencioso administrativo a in-
terponerse.

Con relación a este caso, la 
presidencia de este tribunal, 
estableció que el fundamen-
to y carácter del procedi-

miento cautelar radica en la 
vinculación a una situación 
de urgencia, que requiere 
una solución inmediata a 
los efectos de resguardar los 
derechos de los particulares, 
y que dicha urgencia con-
lleva el peligro de que una 
demora del proceso, frustre 
necesariamente la protec-
ción del derecho que el ciu-
dadano ha encomendado 
a la justicia.

Que además, si bien es cier-
to que la Universidad Autó-
noma de Santo Domingo 
(UASD), emitió la Resolución 
184-2005, en sesión de fe-
cha siete (07) del mes de 
diciembre del año dos mil 
siete (2007), esta nunca fue 
aplicada tal y como se hizo 
constar en el informe del De-
partamento de Enseñanza 
e Investigación del Hospital 
Docente Universitario Dr. Da-
río Contreras, y que la con-
vocatoria para la Promoción 
2011-2015, respecto a la Es-
pecialidad sobre Ortopedia 
y Traumatología fue realiza-
da para un período de cua-
tro (04) años, tal y como se 
había realizado en ocasio-
nes pasadas.

Que en ese sentido, la admi-
nistración debe al adminis-
trado la salvaguarda de la 

llamada expectativa plau-
sible o también conocida 
como confianza legítima, en 
ocasión de que nunca la ad-
ministración puede realizar 
actuaciones distintas ante 
hechos totalmente iguales.

En esas atenciones, se pudo 
presumir que aparentemen-
te se encontraban violenta-
dos preceptos legales que 
han mediado en desmedro 
de los hoy recurrentes Rafael 
Alexander Franco Lebreault 
y Compartes, puesto que se 
pueden alertar situaciones 
que serían de imposible re-
sarcimiento en el caso de te-
ner una sentencia favorable 
en su recurso contencioso 
administrativo, razón por las 
que se procedió a acoger la 
solicitud de medida cautelar 
anticipada interpuesta, orde-
nándose la suspensión de la 
resolución atacada, salva-
guardándose los derechos 
que pudieran ser reconoci-
dos en el recurso principal, en 
este sentido se pudo verificar 
un latente peligro en la de-
mora, primer requisito para 
la adopción de una medida 
cautelar en el marco de la 
legislación vigente, ya que 
en el caso de una eventual 
sentencia que favorezca a 
los solicitantes, sería imposible 
recuperar el tiempo perdido. 
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c) Otro caso que consideramos 
relevante fue el recurso de 
amparo preventivo decidido 
mediante sentencia 00278-
2014, dictada por la Segun-
da Sala de este tribunal, en 
contra de la Dirección Ge-
neral de Aduanas (DGA), 
estableciendo la parte recu-
rrente que se le ha violado 
sus derechos fundamentales 
al pretender aplicar la DGA, 
impuestos a las compras por 
internet, traídas al país a tra-
vés de couriers, iguales o in-
feriores a los doscientos dó-
lares (US$200.00).

La Segunda Sala, estableció 
que las leyes no pueden ser 
interpretadas de forma algu-
na, que no sea acorde con 
las motivaciones expuestas 
por el legislador al momento 
de dictar la misma, ya que 
es doctrina y jurisprudencia 
constitucional consuetudi-
naria, que las motivaciones 
de la Ley son parte de la 
misma, y en consecuencia 
poseen la misma fuerza de 
la ley, y son la primera herra-
mienta a utilizar por el intér-
prete de la misma.

Que de la lectura completa 
de la Ley 277-12, de fecha 
27 de noviembre del año 
2012, se entendió que sin lu-
gar a dudas la intención del 
legislador al dictar la ley de 
referencia, es dar su apro-
bación a la interpretación y 
aplicación que, hasta la pro-
mulgación de la Ley 253-12, 
había dado el Estado Domi-
nicano, al Decreto No.402-
05, de manera específica 
a su artículo 4 letra B), y en 
consecuencia revestir de le-
galidad la exención de im-
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puestos arancelarios, de que 
habían disfrutado los bienes 
importados a través del servi-
cio de couriers que no exce-
dan de los US$200.00 dólares 
norteamericanos.   

Que en consecuencia, al es-
tar revestida de legalidad la 
exención, en principio crea-
da por la interpretación que 
se dio al Decreto 402-05, me-
diante la Ley 277-12, al pre-
tender la Dirección General 
de Aduanas, desconocer-
la, incurre en la violación a 
lo que nuestra Constitución 
prevé en su artículo 69 nu-
meral 10, el debido proce-
so administrativo; razón por 
la que se procedió a aco-
ger la acción constitucio-
nal de amparo, ordenando  
a la Dirección General de 
Aduanas y a su Director Ing. 
Fernando Fernández, abs-
tenerse de ejecutar el aviso 
publicado en el periódico 
Diario Libre de fecha 30 de 
julio de 2014, pág. 18, a su 
requerimiento, el cual reza: 
“La Dirección General de 
Aduanas (DGA) avisa a todo 
el sector de “Despacho Ex-
preso de Envíos”, que opera 
al amparo del Decreto No. 
402-05, de fecha 26 de julio 
del año 2005, que aprueba 
el Reglamento para ejercer 
esa actividad en la Repúbli-

ca Dominicana, que las mer-
cancías importadas bajo la 
modalidad establecida en 
la “Categoría B” definida en 
el artículo 4 del mismo, de-
berán pagar los derechos 
e impuestos aduaneros que 
correspondan, a partir del 
día 15 del mes de agosto del 
año en curso…”.
d) La acción constitucional de 

amparo interpuesta por la 
Fundación Justicia y Trans-
parencia (FJT), contra el Se-
nado de la República y Co-
misión Senatorial Especial 
Para el Proyecto de ley que 
convierte a La Loma Miran-
da en Aérea Protegida, Mi-
nisterio de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales y la Di-
rección General de Minería; 
así como las intervenciones 
forzosas interpuestas por la 
entidad Fundación Justicia 
y Transparencia (FJT) con-
tra el LIC. DANILO MEDINA 
SÁNCHEZ, Presidente Consti-
tucional de la República, el 
Partido Revolucionario Do-
minicano (PRD), el Partido 
Reformista Social Cristiano 
(PRSC), el Partido de la Li-
beración Dominicana (PLD), 
el Ing. Hipólito Mejía y el Lic. 
Luís Abinader, en virtud de 
que en ese proceso se invo-
lucraban conflictos de dere-
chos fundamentales, como 
la libre empresa y el dere-
cho al trabajo, frente a de-

rechos e intereses colectivos 
y difusos, tal y como resultan 
la preservación del medio 
ambiente y los recursos na-
turales.

En cuanto a este caso, la 
Segunda Sala, reiteró el cri-
terio fijado por nuestro Tribu-
nal Constitucional, el cual 
infiere que: “Resulta incon-
trovertible hoy por hoy que 
las evaluaciones relativas 
al impacto del medio am-
biente constituyen una útil 
herramienta técnica apli-
cable a todos los países. 
Con las mismas se procura 
demostrar que en determi-
nadas actividades vincula-
das se cumplen las normas 
medioambientales vigentes 
y se adoptan las providen-
cias orientadas para reducir 
a su mínima expresión, aque-
llas que resultan inevitables”.

Entendiendo la Sala que sin 
la existencia de un proyecto 
medio ambiental sostenible, 
y los informes presentados, 
no se puede autorizar la ex-
plotación de un proyecto 
minero, como se preten-
de en Loma Miranda; por 
lo que, en este sentido, de-
claró la amenaza eminente 
al medio ambiente y a los 
recursos naturales con la in-
tención actual de explotar 
Loma Miranda, por lo que 
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se procedió a acoger en 
parte la acción constitucio-
nal de amparo, ordenando 
al Ministerio de Medio Am-
biente y Recursos Naturales 
y a la Dirección General de 
Minería, abstenerse de ges-
tionar, diligenciar o expedir 
cualquier autorización que 
favorezca la explotación de 
Loma Miranda, con los infor-
mes medioambientales de 
que se dispone en la actuali-
dad, que son de notoriedad 
pública.
e) La acción constitucional de 

amparo decidida mediante 
la sentencia 04/2015, dic-
tada por la Primera Sala, 
donde acogió la solicitud 
de medida precautoria in-
vocada por la parte accio-
nante, en razón de que se le 
exigía el uso de pantalones 
para asistir a clases y ordenó 
al Liceo Experimental y a su 
directora permitir a la accio-
nante asistir a clases con sus 
demás compañeros de aula 
vistiendo falda.

La accionante alegaba el 
no uso de pantalones por 
razones religiosas, ya que 
ella pertenece a la religión 
cristiana evangélica, donde 
está prohibido el uso de esa 
prenda de vestir.

Como consecuencia de 
esta decisión del tribunal el 

Ministerio de Educación, en 
fecha 21 de abril de 2015, 
dictó la Resolución 10-15, 
donde ordenó al Liceo Ex-
perimental Altagracia Ame-
lia Ricart Calventi, suprimir 
la obligatoriedad del uso 
de pantalón como parte de 
uniforme de las hembras, pu-
diendo ser de carácter opta-
tivo el uso de falda, como ha 
sido tradición en la escuela 
dominicana.

“En la actualidad en el 
Tribunal Superior Ad-
ministrativo, se obser-
va más eficacia y efi-
ciencia en el servicio de 
atención a los usuarios 
que en años anteriores 
y, es nuestro objetivo 
mejorarlo cada vez 
más, para que el ad-
ministrado no se en-
cuentre en un estado 
de indefensión frente 
a la Administración”

 En cuanto a lo ad-
ministrativo ¿Qué avan-
ces ha logrado el TSA en 
atención al usuario? ¿Ha 
aumentado el nivel de efi-
ciencia del Tribunal? 

DADLS. Definitivamente sí. En 
cuanto al plazo para la fija-

ción de las audiencias, así 
como el plazo de emisión de 
las decisiones, todo esto to-
mando en cuenta el princi-
pio del plazo razonable.

En la actualidad en el Tribu-
nal Superior Administrativo, 
se observa más eficacia y 
eficiencia en el servicio de 
atención a los usuarios que 
en años anteriores y, es nues-
tro objetivo mejorarlo cada 
vez más, para que el admi-
nistrado no se encuentre en 
un estado de indefensión 
frente a la Administración.

DADLS.Definitivamente sí. En 
cuanto al plazo para la fija-
ción de las audiencias, así 
como el plazo de emisión de 
las decisiones, todo esto to-
mando en cuenta el princi-
pio del plazo razonable.

En la actualidad en el Tribu-
nal Superior Administrativo, 
se observa más eficacia y 
eficiencia en el servicio de 
atención a los usuarios que 
en años anteriores y, es nues-
tro objetivo mejorarlo cada 
vez más, para que el admi-
nistrado no se encuentre en 
un estado de indefensión 
frente a la Administración.
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MIRADA INTERNACIONAL

Ricardo Rivero Ortega
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Salamanca

 Profesor, para la Escue-
la es un honor tenerlo como 
entrevistado en nuestra re-
vista Saber y Justicia. Usted 
fue uno de los redactores de 
la Ley 107-13, sobre los De-
rechos de las Personas en sus 
Relaciones con la Administra-
ción. Existe ahí un título que 
nos habla del Derecho a la 
Buena Administración. Pero 
¿Qué es el Derecho a la buena 
Administración? ¿Basta con 
reconocer todos los derechos 
de la Constitución y las leyes?

RR. Es un honor para mí par-
ticipar en esta prestigiosa 
revista, así como colaborar 
con el Poder Judicial de la 
República Dominicana. 

La Ley 107; pretende situar el 
Derecho Administrativo do-
minicano a la altura de las 
exigencias constitucionales. 
Para ello recurre al concep-
to de buena administración, 
crisol de derechos de las per-
sonas en sus relaciones con 
el poder ejecutivo. La bue-
na administración supone 
respeto de esos derechos, 
motivación de las decisio-
nes, tiempo razonable de 
respuesta, responsabilidades 
de las autoridades y funcio-
narios...Toda una serie de 
garantías que sirven para 
mejorar la posición de la 
gente en democracia. 

El reconocimiento de todos 
estos derechos en la Consti-
tución y las leyes es una con-

dición necesaria, aunque no 
suficiente, de su realización. 
Es preciso que los emplea-
dos públicos y los particula-
res estén bien informados, 
generar una cultura del res-
peto y organizar los medios 
materiales que facilitan su 
ejercicio (la ventanilla única, 
por ejemplo). 

Profesor Rivero, hay 
doctrinarios que consideran 
que algunas normas de la 
Ley 107-13, son muy avanza-
das para nuestra sociedad, 
incluso han externado que 
son impracticables. ¿Cuál es 
su parecer en ese sentido?

RR. Las normas deben inter-
pretarse conforme al entor-
no social en el que han de 
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ser aplicadas, así que los tri-
bunales deben evitar, en mi 
opinión, lecturas maximalis-
tas de la Ley 107. Ahora bien, 
para mejorar es conveniente 
plantearse objetivos ambi-
ciosos. Tantas veces lo que se 
considera imposible termina 
convirtiéndose en realidad 
con el tiempo y el esfuerzo. 
Mi parecer es que la institu-
cionalidad dominicana está 
preparada, aunque son ne-
cesarias acciones formativas 
para preparar debidamente 
a los servidores públicos.

“Creo que el impacto 
a medio y largo plazo 
de la Ley 107, será el 
de una transformación 
de las relaciones en-
tre la Administración 
y las personas, con 
relevantes mejoras 
para todos y todas”

Las normas deben 
ser evaluadas en función 
de su aplicación práctica. 
¿Cuál cree usted que será 
el impacto que causará la 
Ley 107-13 con el paso del 
tiempo en nuestro país?

RR. Creo que el impacto a 
medio y largo plazo de la 

Ley 107, será el de una trans-
formación de las relaciones 
entre Administración y las 
personas, con relevantes 
mejoras para todos y todas. 
En el corto plazo probable-
mente se presentarán algu-
nas dificultades, nada que 
no pueda ser superado con 
buen sentido y cierta inver-
sión en capacitación y me-
dios adecuados.

El artículo 32 de la 
referida Ley indica en su 
Párrafo I, que algunos casos 
(a determinar por la ley) el 
sometimiento de las partes al 
procedimiento arbitral será 
obligatorio. ¿No será esto 
inconstitucional? ¿Por qué?

RR. Siempre y cuando la reso-
lución de ese procedimien-
to pueda ser recurrido ante 
los tribunales, no se plantea 

ninguna objeción de cons-
titucionalidad. Cuestión dis-
tinta sería que se pretendie-
ra sustituir el control de los 
tribunales por vías arbitrales 
excluyentes de la posibilidad 
de revisar las decisiones ad-
ministrativas por parte de los 
tribunales de justicia.

La Ley 107-13, tiene 22 
principios de la Actuación 
Administrativa. ¿No consi-
dera usted que son muchos, 
considerando que algunos 
son muy abarcadores como el 
principio del debido proceso?

RR. La ventaja de los princi-
pios es facilitar la mejor inter-
pretación de las normas. Hoy 
el debido proceso presenta 
numerosos perfiles que me-
recen ser subrayados por se-
parado.
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¿Cuál es la relación entre 
el Derecho Constitucional y 
el Derecho Administrativo?

RR. Suele resumirse en la 
idea de que el Derecho 
administrativo es Derecho 
Constitucional en concreto, 
aunque a veces no ocurre 
así y el Derecho administra-
tivo, se desarrolla al margen 
del Derecho Constitucional. 
A mi modo de ver, el Dere-
cho Administrativo, también 
funciona como “precursor” 
(en el sentido químico del 
término) del Derecho Cons-
titucional: facilita su mejor 
desarrollo anticipando so-
luciones institucionales que 
finalmente el constituyente 
eleva a la norma fundamen-
tal. Así ha sucedido muchas 

veces en la historia jurídica 
comparada. 

“Las normas deben interpre-
tarse conforme al entorno 
social en el que han de ser 
aplicadas, así que los tribu-
nales deben evitar en mi opi-
nión lecturas maximalistas 
de la Ley 107”.

¿Cuál ha sido la ex-
periencia española en 
torno a la relación de la 
jurisdicción constitucio-
nal y la administrativa?

RR. La experiencia española 
con los mecanismos de judi-
cial review (control judicial 
del poder) ha sido muy po-
sitiva. El desempeño del Tri-
bunal Constitucional y la ju-
risdicción administrativa han 

sido fundamentales para la 
consolidación del Estado de 
Derecho en mi país. Así que, 
con todos los problemas que 
puedan presentarse, es una 
inversión óptima en términos 
democratizadores y de pro-
greso económico y social.

¿Cuáles han sido los 
avances más relevantes en el 
derecho administrativo y en 
la jurisdicción contenciosa 
administrativa española?

RR. La mejora en el ámbito 
de control de los tribunales, 
las medidas cautelares y la 
ejecución de sentencias. 
Todo ello presidido por la de-
bida independencia del Po-
der Judicial.
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¿Cuáles son los retos 
en la enseñanza del Derecho 
Administrativo en su uni-
versidad y cuáles deberían 
ser los retos en nuestras 
universidades en una área 
en actual desarrollo en la 
República Dominicana?

RR. En la Universidad de Sa-
lamanca mantenemos una 
tradición de ocho siglos de-
dicados al estudio del Dere-
cho, con énfasis en la pro-
tección de los derechos de 
las personas frente a los abu-
sos del poder. Somos la pri-
mera Universidad hispana, 
en la que estudiaron los ju-

ristas americanos desde el si-
glo XVI hasta hoy. Continuar 
con ese legado de defensa 
de la persona y el iusnatura-
lismo es una seña de identi-
dad salmantina que podría 
ser compartida por las uni-
versidades dominicanas, en 
el país en el que por prime-
ra vez se clamó en América 
por la dignidad de toda la 
gente. 

¿Cuáles son sus reco-
mendaciones para la conso-
lidación de la jurisdicción 
contenciosa administrativa 
dominicana, a la luz de la 
Constitución del año 2010 y 
de la Ley No. 107-13, sobre 

Derechos de las Personas, 
en sus relaciones con la ad-
ministración y de procedi-
miento administrativo?

RR. Formación, formación, 
formación e inversión en re-
cursos para tener buenos 
jueces. Ya tienen grandes 
magistrados y magistradas 
en este país. Inviertan en su 
excelente Escuela del Po-
der Judicial y sigan eligiendo 
a los mejores y las mejores 
para construir el Estado de 
Derecho. 
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Palabras claves: Certificado Digi-
tal, Criptosistema, Desmaterializar, 
Dig-sig, Firma electrónica, Hash 
function, Hash result, Identificación 
registrar, Internet, Ley-tipo, Socie-
dad de la información, Soporte.

RESUMEN:
Es sencilla y comprensible el con-
cepto de firma contenida en el ar-
tículo 1326 del Código Civil, y bajo 
el contenido actual de ese texto la 
concepción de prueba sin soporte 
papel sería prácticamente imposi-
ble utilizando los medios electróni-
cos, a menos que se utilice el pro-
cedimiento de firma contenido en 
la Ley 126-02, que los teóricos de-
nominan “por el mismo”, es decir 
que se hace imprescindible verifi-
car que el consentimiento proviene 
de la misma persona, que pueda 
ser identificado y que ese mensaje 
electrónico posea fuerza probante, 
a fin de que jurídicamente sea po-
sible comprobar que la obligación 
fue efectivamente convenida.

“Que las nuevas tecnologías están transformando las prácticas 
tradicionales de comercio al permitir la interconexión directa 
de los sistemas críticos de comercio y sus componentes claves, 
clientes proveedores, distribuidores y empleados que posibili-
tan el comercio electrónico en sus diferentes manifestaciones”.
(Preámbulo de la Ley No.126-02, sobre comercio electrónico, 
documentos y firma digital, de la República Dominicana)

La facilidad resultante de las operaciones rápidas y sin des-
plazamientos que permiten el uso de los medios electrónicos 
actuales, tanto por redes on line, como por EDI (Electronic 
Data Interchange), provocaron, en los últimos años, un au-
mento astronómico de las transacciones comerciales, frac-
ción estadística que es la que nos interesa; pero, sin dejar 
de resaltar las cifras exorbitantes atinentes a intercambios de 
datos, voz e imágenes.

“Con la aparición del comercio electrónico es-
tamos ante una nueva forma de intercambio 
de bienes y servicios distinta a las existentes”.

En la actualidad la información es uno de los pilares más só-
lidos de nuestra sociedad post-industrial. Afirmemos que esta-
mos inmersos en la era digital y la tecnificación de los medios 
de comunicación, los que forman  parte integral de nues-

PRUEBA JURÍDICA Y TECNOLÓGICA 
DE LA COMUNICACIÓN
Juan Proscopio Pérez, Juez Presidente de la Cámara Civil
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de
San Cristóbal. 
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tras actividades cotidianas. 
Este cambio no es propio de 
la última década, sino que 
ese embrión data de finales 
de los años 50 del siglo pa-
sado. Nuestro conjunto so-
cial puede ser llamado so-
ciedad de la información, 
porque orbita alrededor de 
un eje soportado por el uso 
de medios electrónicos para 
la organización de datos y 
el flujo de conocimientos. El 
avance de la sociedad de 
la información se acrecienta 
gracias a la aparición de la 
Internet y su utilización para 
fines comerciales, aceleran-
do los cambios que hoy to-
dos conocemos. El concepto 
de domicilio se ve alterado 
por la definición de domici-
lio virtual, o la aplicación de 
la definición del concepto 
“propiedad intelectual” o 
“registro de nombres de do-
minio”, los cuales no deben 
considerarse como simples 
signos distintivos, sino como 
una forma de identificación 
en el espacio. Con la apari-
ción del comercio electróni-
co estamos ante una nueva 
forma de intercambio de 
bienes y servicios distinta a 
las existentes.

Douglas North, Premio Nóbel 
de Economía, sostiene que 
existen dos polos bien mar-

cados dentro del espectro 
de las transacciones que ha-
bitan en un sistema económi-
co: “por un lado, nos encon-
tramos con transacciones 
en las cuales las personas se 
conocen mutuamente; por 
el otro, transacciones que se 
realizan entre desconocidos. 
En las primeras, los costos de 
la transacción generalmen-
te son bajos; en las segun-
das, los costos son marcada-
mente elevados”.1

El comercio electrónico pue-
de darse de diversas formas: 
mediante sistemas financie-
ros, EDI, servicios on line. Una 
de las variedades donde 
tiende a intensificarse es a 
través de Internet, cuya po-
pularidad sigue creciendo 
a pasos agigantados, por lo 
que muchas empresas sien-
ten la necesidad de sumergir-
se en esta nueva modalidad 
de comercio. Sin embargo, 
Internet continúa siendo un 
mundo con pocas, ningunas 
u oscuras reglas. Es un mer-
cado en el que el comercio 
no puede florecer tranquila-
mente sin normas especiales 
que lo protejan.

1 Cristian L. Calderón Rodríguez, abogado especialista 
en Comercio Internacional y Aduanas. Artículo “El Co-
mercio electrónico, Nueva Lex Mercatoria del Comercio 
Internacional”.

En este siglo XXI podemos 
hablar de revolución elec-
trónica; y afirmar que el área 
donde ha tenido más im-
pacto es la tecnología de 
la información es la comer-
cial. Se han producido cam-
bios significativos en los usos 
de comercio: comerciantes 
ofrecen sus productos por 
los medios electrónicos y los 
consumidores honran sus 
compromisos por esa vía. 
Los controles de esas ope-
raciones gozan de ciertas 
garantías, que antes presen-
taba la dificultad propia de 
la carencia de firma. Actual-
mente se tratan de superar 
esos escollos con el uso de 
la firma electrónica avanza-
da, bajo la premisa de que 
constituye  un elemento pro-
batorio importante en juicio, 
elementos que abordare-
mos en el desarrollo de esta 
humilde entrega.

La duda siempre queda res-
pecto de la seguridad de 
entablar relaciones jurídicas 
fiables utilizando procesos 
electrónicos. Legislaciones 
de países desarrollados, tal es 
el caso de la española, utili-
zan la figura de la certifica-
ción de la firma electrónica, 
apreciable en su Ley Sobre 
Firma Electrónica, donde fija 
requisitos básicos y mínimos 
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en el artículo 2, letra j) , cuyo 
contenido es el siguiente: “a) 
La indicación de que se expi-
den como tales. b) El código 
identificativo único del certifi-
cado. c) La identificación del 
prestador de servicio de cer-
tificación que expide el certi-
ficado, indicando su nombre 
o razón social, su domicilio, 
su dirección de correo elec-
trónico, su número de identi-
ficación fiscal y, en su caso, 
sus datos de identificación 
registrar. D) La firma electró-
nica avanzada del prestador 
de servicios de certificación 
que expide el certificado; e) 
La identificación del signata-
rio, por su nombre y apellidos 
o a través de un seudónimo 
que conste como tal de ma-
nera inequívoca. Se podrá 
consignar en el certificado 
cualquier otra circunstancias 
personal del titular, en caso 
de que sea significativa en 
función del fin propio del cer-
tificado y siempre que aquél 
de su consentimiento; f) En los 
supuestos de presentación, 
la indicación del documento 
que acredite las facultades 
del signatario para actuar en 
nombre de la persona física o 
jurídica a la que represente; 
g) Los datos de verificación 
de firma que corresponden a 
los datos de creación de fir-

ma que se encuentren bajo 
el control del signatario. H) El 
comienzo y el fin del período 
de validez del certificado. 
i) Los límites de uso del cer-
tificado, si se prevén. J) Los 
límites del valor de las tran-
sacciones para que pueda 
utilizarse el certificado, si se 
establecen”.2

El régimen de las pruebas de 
las obligaciones y del pago 
está consagrado en nuestra 
legislación en el capítulo VI 
del Código Civil, donde se 
definen las reglas atinentes a 
la prueba literal, a la testimo-
nial, las presunciones, la con-
fesión de parte y el juramen-
to. Las primeras las clasificas 
según sean formalizadas en 
un documento auténtico o 
en acto bajo firma privada, 
sujetas a que se ejecuten en 
“un acto”, y que la letra y fir-
ma al momento de verificar-
se sean las mismas del com-
pareciente o firmante, según 
el caso. Se hace referencia 
sobre la existencia de un tex-
to sobre el cual se ha estam-
pado, por el propio contra-
tante o apoderado, la firma, 
como el hecho material que 
permite establecer la prue-

2 Anteproyecto de la Ley sobre Comercio Electrónico, 
España, Real Decreto-Ley español número 14-1999, 
que regula la firma electrónica, del 17 de septiembre de 
1999., España.

ba de la convención y la 
situación que da fe de que 
ese acto se otorgó auténti-
camente o que fue suscrito 
por la persona. La fuerza pro-
bante de esos instrumentos 
está planteada, indiscutible-
mente, por el artículo 1341 
del código civil, categórico 
al indicar que “no se recibi-
rá prueba alguna de testigo 
en contra o fuera de lo con-
tenido en las actas, ni sobre 
lo que se alegue haberse di-
cho antes, en, o después de 
aquellas, aunque se trate de 
una suma o valor menor de 
treinta pesos”.3

“La evolución tecnoló-
gica ya no puede con-
vivir con las disposicio-
nes del artículo 1341 
del Código Civil,  siendo 
la tendencia moderna 
la de desmaterializar 
los intercambios co-
merciales, contrario 
al sistema tradicio-
nal de asimilación de 
la prueba escrita”.

Cotidianamente, en nuestro 
país se da un uso significativo 

3 Código Civil de la República Dominicana y Legislaci{on 
Complementaria, 2012.
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de las herramientas electró-
nicas, para la realización de 
un considerable número de 
transacciones comerciales. 
Muchos ciudadanos desde 
sus hogares o en cualquier 
lugar que se encuentren, 
pagan sus servicios básicos, 
obligaciones bancarias y 
otros compromisos, con sim-
plemente ingresar, vía celu-
lar o Internet, a una página 
interconectada con su cuen-
ta bancaria. De ahí que po-
demos vociferar que las dis-
posiciones del código civil se 
remontan a la época donde 
el papel era el único soporte 
útil que existía para consta-
tar el contenido de los con-
tratos y hacer la prueba de 
ellos, resultando un modus 
operandi que  no se adapta 
a la de vida de un hombre 
inmerso en la sociedad de la 
información, caracterizada 
por el uso de mecanismos 
electrónicos que transforma-
ron los usos de comercio. La 
evolución tecnológica ya no 
puede convivir con las dispo-
siciones del artículo 1341 del 
Código Civil,  siendo la ten-
dencia moderna la de des-
materializar los intercambios 
comerciales, contrario al sis-
tema tradicional de asimila-
ción de la prueba escrita.

En el sistema actual y ante 
el avance social, económi-
co y jurídico de los poderes 
públicos que utilizan los me-
dios electrónicos para hacer 
efectivo el pago de los im-
puestos, a modo de ejemplo 
el pago del derecho de trán-
sito de vehículo de motor o 
marbete; el comercio incen-
tiva el uso de las transaccio-
nes on line; y, no obstante 
a ese enorme paso, para el 
quehacer jurídico local no 
tenemos, a la fecha, una ju-
risprudencia que admita la 
fuerza probante de la prue-
ba desmaterializada.

Esa reflexión nos conduce a 
reconocer el afán de las exi-
gencias de los organismos in-
ternacionales, tal es el caso 
de la Comisión de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo 
Comercial, organismo que 
ha tenido la gallardía de 
presentar una ley-tipo sobre 
comercio electrónico, con 
la finalidad de reconocer el 
valor jurídico de la firma di-
gital y la utilidad del comer-
cio electrónico. Ese modelo 
legislativo lo materializamos 
con la ley número 126-02, 
sobre Comercio Electrónico, 
Documento y Firma Digital, 
vigente hoy en día, la que 
constituye una modificación 
sustancial al contenido legis-

lativo del artículo 1316 del 
Código Civil, porque  reedi-
fica el concepto y el valor 
de la prueba literal, y crea 
la base jurídica que permite 
establecer la validez de la fir-
ma electrónica. Esta ley asi-
mila, válidamente, los men-
sajes electrónicos al acto 
bajo firma privada, es decir a 
la escritura que se exige “ad 
probationem”, observándo-
se que esta ley no enmar-
ca los actos auténticos, es 
decir que no tiene ninguna 
incidencia sobre la escritura 
que se exige “ad solemnita-
ten. Siendo posible, ahora 
bajo este régimen de prue-
ba: a) que la firma estampa-
da electrónicamente pueda 
ser rebatida; b) que las par-
tes puedan oponerse a ella;  
y c) Utilizarse como medio 
de prueba, sin ser escrita en 
un soporte de papel, la mis-
ma tenga la fuerza proban-
te similar o equivalente al 
acto bajo firma privada. La 
ley ha fijado las condiciones 
mínimas de seguridad de la 
firma electrónica, a modo 
enunciativo: la buena con-
servación del mensaje, la 
identidad de quien emana, 
así como el lugar de donde 
se realizó.

Es normal que en el queha-
cer jurídico actual nazcan 
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conflictos sobre la validez o 
no de los mensajes electróni-
cos y de la firma así estam-
pada; pero, la solución está 
en el artículo 9 de la Ley 126-
02, que establece la fuerza 
probante de la firma dada 
de manera electrónica, al 
clasificarla como una moda-
lidad de prueba.

La legislación española, en 
su artículo 3º de la Ley de 
Firmas y Certificados Digi-
tales, define la firma elec-
trónica como aquella que 
“utiliza una técnica de crip-
tografía asimétrica, basada 
en el uso de un par de cla-
ves únicas; asociadas a una 
clave privada y  una clave 
pública relacionadas mate-
máticamente entre sí, de tal 
forma que las personas que 
conocen la clave pública, 
no puedan derivar de ella 
la clave privada”.  (2) Esa 
seguridad fue asimilada y 
formalizada por otras nacio-
nes, como resulta ser el caso 
particular del Estado de UTA, 
Estados Unidos, que a par-
tir del 1º de mayo de 1995 
puso en vigencia la Ley so-
bre Firma Digital, convirtién-
dose en un modelo para los 
demás Estados de la unión, 
especialmente por conte-
ner un esquema regulatorio 
que brinda efectos legales 

a la firma digital, sustentado en el sistema de doble clave 
que garantiza seguridad, verificación y autenticación de las 
transacciones en líneas: En el acto interviene una tercera 
parte que es el organismo del estado que certifica, la que 
posee calidad para emitir los certificados que acreditan la 
transacción. Este texto legislativo norteamericano define la 
firma digital (“dig-sig”) como la “transformación de un men-
saje empleado, un criptosistema simétrico tal que una perso-
na que posea el mensaje inicial y la clave pública del firman-
te pueda determinar con certeza: i) si la transformación del 
mensaje se creó usando la clave privada que corresponde 
a la clave pública del firmante, y ii) si el mensaje ha sido 
modificado desde que se efectuó la transformación”. (4) La 
utilidad de esta definición reside en establecer la tecnología 
que se debe utilizar, que necesariamente “recae en la crip-
tografía asimétrica” (6), que corresponde a dos procesos: 
a) La creación de la firma por el usuario o suscriptor hacien-
do uso de una clave privada, que únicamente conoce el 
suscriptor, y es el responsable de su guarda y conservación; 
b) La verificación a cargo del receptor del mensaje, quien 
comprueba su autenticidad utilizando la clave pública que 
surge del certificado del suscriptor, que se obtiene del regis-
tro de la entidad responsabilizada por la ley.

“Una transacción común y corriente de fir-
ma digital inicia con la determinación por 
parte del firmante del contenido del docu-
mento que pretende firmar (mensaje plano), 
posteriormente el software crea una imagen 
digital o resumen del mensaje mediante la 
aplicación e una función denominada “hash 
function”, al resultado de esa aplicación de 
esta función se denomina “hash result”, y con-
siste en un código único para el mensaje”.

Una transacción común y corriente de firma digital inicia 
con la determinación por parte del firmante del contenido 
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del documento que preten-
de firmar (mensaje plano), 
posteriormente el software 
crea una imagen digital o 
resumen del mensaje me-
diante la aplicación de una 
función denominada “hash 
function”, al resultado de 
esa aplicación de esta fun-
ción se denomina “hash re-
sult”, y consiste en un código 
único para el mensaje; pero, 
si el mensaje cambia o es al-
terado el “hash result” será 
diferente. Como función fi-
nal el software encripta o 
transforma el “hash result” 
en la firma digital mediante 
la aplicación de la clave pri-
vada del firmante. La firma 
así obtenida es única, tanto 
para el mensaje como res-
pecto de la clave privada 
utilizada para su creación.

¿Cómo se verifica la auten-
ticidad de la firma digital?: 
Con un procedimiento muy 
sencillo, que consiste en 
computar un nuevo “hash 
result” del mensaje original 
utilizando la misma “hash 
function” con la que se creó 
la firma digital. Por último, 
con la clave pública que sur-
ge del certificado del firman-
te, el receptor comprueba si 
la firma digital proviene de 
suscriptor o de la clave priva-
da del firmante y si el nuevo 

“hash result” es igual que el proveniente de la firma digital. El 
receptor materializa esta operación comunicándose con el 
organismo responsable del registro de claves públicas donde 
se encuentra registrado el certificado correspondiente. So-
mos optimistas al pensar que la evolución de la tecnología 
programática de los medios electrónicos permitirá, a medida  
transcurra el tiempo, definir con mayor claridad la firma elec-
trónica, así como sus soportes; pero es bueno acotar que la 
facultad de establecer las condiciones de validez es un as-
pecto de la total competencia de los tribunales, a quienes su 
función jurisdiccional le correspondería definirla.

Es sencillo y comprensible el concepto de firma contenida 
en el artículo 1326 del Código Civil, y bajo el contenido ac-
tual de ese texto la concepción de prueba sin soporte papel 
sería prácticamente imposible utilizando los medios electró-
nicos, a menos que se utilice el procedimiento de firma con-
tenido en la Ley 126-02, que los teóricos denominan “por el 
mismo”, es decir que se hace imprescindible verificar que el 
consentimiento proviene de la misma persona, que pueda 
ser identificado y que ese mensaje electrónico posea fuerza 
probante, a fin de que jurídicamente sea posible comprobar 
que la obligación fue efectivamente convenida. 
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La Ley 126-02, sobre Comercio Electrónico, Documentos y Fir-
mas Digital nos explica, en su artículo 34, qué es un documen-
to firmado digitalmente; y  cómo puede ser comprobado el 
intercambio de información utilizando el procedimiento de 
certificación bajo la responsabilidad del órgano regulador, 
personalizado en el Instituto Dominicano de Telecomunica-
ciones (INDOTEL), todo conforme al artículo 44 de esa misma 
ley (5); contamos, bajo esas premisas, con un marco jurídi-
co que admite la desmaterialización de la firma y la fuerza 
probante de ella, fruto de una reforma legislativa profun-
da,  pero que urge en la actualidad, el fortalecimiento del 
sistema de certificación que contempla la ley.  A modo de 
conclusión, es importante acotar que para el régimen de las 
pruebas ha sido de gran utilidad la aprobación y puesta en 
vigencia de un conjunto de reglas que garantizan el uso cla-
ro y seguro de los medios electrónicos, que crea un escudo 
de efectividad y confiabilidad para las transacciones elec-
trónicas; y en fin que permite que los medios computarizados 
sean tomados en consideración cuando a través de ellos se 
firman electrónicamente ciertas operaciones, usando proce-
dimientos que les son propios y permiten verificar su validez. 
A la fecha, en virtud de la ley, ya se ha reconocido la fuerza 
probante de la firma electrónica, bien sea ofrecida mediante 

un conjunto de letras, carac-
teres, de cifras, o de otros sig-
nos o símbolos, siempre que 
sean entendibles, o bien que 
constituyan el soporte o la 
modalidad de la transmisión, 
admitiéndolas como similar a 
la escritura con soporte pa-
pel, bajo reserva de que sea 
posible identificar la persona 
de quien emana y también 
conservarla, en sus condicio-
nes naturales, para garanti-
zar su integridad; confirién-
dose, en ese mismo orden, 
la fuerza probante de que 
están provistos los escritos.
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Palabras claves: Ley No. 107-
13, administración, justicia, 
ciudadanos, Estado, dere-
cho, principios. 

Resumen:
Habla del origen y la im-
portancia de la entrada 
en vigencia de esta Ley 
en el ámbito administrati-
vo, visto que queda abier-
ta la oportunidad para 
que los ciudadanos pue-
dan pronunciarse respec-
to al tema. 

El 06 de agosto de 2013, fue promulgada en nuestro país la Ley 
No. 107-13, sobre los Derechos de las Personas en sus relacio-
nes con la Administración y de Procedimiento Administrativo, 
que habría de consumir una vacatio lege de 18 meses, en la 
inteligencia de que debía producirse un proceso de amplia 
difusión de su contenido, sentando las bases necesarias para 
su recepción, sin mayores tropiezos. Es así como en fecha 06 de 
febrero de este año 2015, entra en vigencia plena el referido 
instrumento normativo, que por primera vez en nuestra vida re-
publicana, tendría el encargo de regular las relaciones de los 
administrados –ciudadanos– con las Administraciones Públicas, 
dentro del ámbito de un procedimiento administrativo común. 

Antes de entrar en materia, conviene aclarar que esta ley de 
procedimiento administrativo no debe ser confundida con la 
normativa reguladora de la jurisdicción contenciosa adminis-
trativa –leyes 1494 de 1947 y 13-07 de 2007 –, por cuanto su 
ámbito aparece reducido a la función administrativa de los 
poderes del Estado. Un ejemplo de ello podría resultar más 
ilustrativo: si un ministerio identifica la necesidad de adquirir 
determinadas unidades de ambulancias, deberá agotar una 
serie de actos (llamamiento de licitación, publicación de plie-
go, etc.) que culminarán con la adjudicación del contrato, 
en favor de la oferta más conveniente para el interés general. 
Podemos observar, entonces, que para la adquisición de las 
ambulancias no estuvo envuelto ningún juicio, sino más bien, 

CONOCIMIENTO

LEY 107-13, DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN Y SU 
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DINÁMICA ESTADO-SOCIEDAD
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Abogado experto en Derecho Administrativo.
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un cauce formal de la serie 
de actos en que se concretó 
la actuación administrativa 
para la realización de un fin.

“Esta ley refuerza la cons-
titucional cláusula de 
Estado Democrático, ya 
que con ella se finaliza la 
época en la cual las de-
cisiones administrativas 
eran tomadas de mane-
ra interna por los agen-
tes públicos, sin brindar 
oportunidad de que los 
eventuales interesados 
en la conducta adminis-
trativa pudieran pronun-
ciarse respecto al tema”.

Conviene resaltar que el 
fundamento de la existen-
cia de la ley comentada la 
encontramos en la misma 
Carta Magna, puesto que el 
artículo 138.2 exige, expre-
samente, que la ley regule 
“el procedimiento a través 
del cual deben producirse 
las resoluciones y actos ad-
ministrativos, garantizando 
la audiencia de las personas 
interesadas (…)”. En adición, 
el considerando cuarto, de 
la referida ley, dispone:

Que en un Estado Social y Democrático de Derecho los ciudadanos 
no son súbditos, ni ciudadanos mudos, sino personas dotadas de 
dignidad humana, siendo en consecuencia los legítimos dueños y 
señores del interés general, por lo que dejan de ser sujetos inertes, 
meros destinatarios de actos y disposiciones administrativas, así 
como de bienes y servicios públicos, para adquirir una posición 
central en el análisis y evaluación de las políticas públicas y de las 
decisiones administrativas.

Esta ley refuerza la constitucional cláusula de Estado Demo-
crático, ya que con ella se finaliza la época en la cual las 
decisiones administrativas eran tomadas de manera interna 
por los agentes públicos, sin brindar oportunidad de que los 
eventuales interesados en la conducta administrativa pudie-
ran pronunciarse respecto al tema. Esto último se debe a que 
el procedimiento administrativo constituye un mecanismo de 
democratización de la decisión administrativa, ya que las re-
glas y los principios de la Ley No. 107-13, transcienden del 
ámbito interno de la Administración y le presta una especial 
atención a la sociedad, visto que integra mecanismo de par-
ticipación en favor de las personas interesadas en la decisión 
pública.1  De ahí que el artículo 4.9 de la Ley de No. 107-13 
configure, como consecuencia del principio de buena admi-
nistración, el derecho subjetivo de todo ciudadano a partici-
par en las actuaciones administrativas.

Ello ha llevado al reputado administrativista y profesor de las 
universidades Central de Venezuela y Católica, Andrés Bello,  
José Ignacio Hernández G., a expresar que:

(…) la ley 107-13, establece las bases jurídicas para cen-
tral el Derecho administrativo en el ciudadano y sus de-
rechos fundamentales, a partir del derecho a la bue-
na administración. Con lo cual, no exageramos al de-
cir que nos encontramos ante una de las leyes más 
modernas en el Derecho administrativo comparado.2

1 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y Fernández, Tomas Ramón. Curso de Derecho Administrativo, 7a Ed., T. II, Civitas, 
Madrid, 2001, pp. 439-441.

2 HERNÁNDEZ G., José Ignacio. La Nueva Ley 107-13 de República Dominicana: Una Moderna Legislación a favor de la 
Buena Administrativa, p. 1. Disponible en: http://www.uma.edu.ve/admini/ckfinder/userfiles/files/Ley%2010713.pdf
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También, el profesor y de-
cano de la facultad de De-
recho de la Universidad de 
Salamanca, Ricardo Rivero 
Ortega, en su conferencia 
sobre “Principios de la Ac-
tuación Administrativa en el 
marco de la Ley No. 107-13”, 
celebrada en fecha 20 de 
agosto de 2014, agregó:

(…) a partir de ahora to-
das las reformas de las 
leyes de procedimiento 
administrativo del resto 
de los países de este en-
torno, deberán inspirar-
se, necesariamente, en la 
ley dominicana, la cual ha 
sido la fuente directa de la 
Carta Iberoamericana de 
Derechos de las Personas 
en sus Relaciones con la 
Administración Pública.

También añadió que la “ley 
tiene muchos avances, es la 
mejor ley de procedimiento y 
de derechos de todo el esce-
nario latinoamericano, pero 
también plantea una visión 
de lo que debe ser la adminis-
tración pública en este país”.

Antes de la promulgación de 
la Ley No. 107-13, no existía 
en la República Dominica-
na, una ley de procedimien-
to administrativo general, 
más allá de que algunas 
leyes sectoriales organizan 
un procedimiento adminis-

trativo particular, tal es el caso de la Ley No. 42-08, General 
de Defensa de la Competencia. Para el profesor Rodríguez 
Huertas, existía incluso la paradoja de que algunas leyes ad-
ministrativas, dictadas en el último decenio, contienen dispo-
siciones de las que parecía inferirse la existencia de una ley 
de procedimiento administrativo de base, citando la número 
64-00, sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales, entre és-
tas, pues en su Párrafo II, artículo 167, al referirse a la revoca-
ción de las autorizaciones, señala que las mismas se “apli-
carán conforme al proceso administrativo correspondiente, 
mediante resolución motivada … y podrá ser recurrida con-
forme al procedimiento administrativo”.

“Ley 107-13, dispone de un amplio catálo-
go de principios, reglas y directrices que in-
cluye los de juridicidad, proporcionalidad, 
razonabilidad, celeridad, ética, confian-
za legítima, descarga burocrática,  servi-
cio objetivo a la personas, entre otros”.

Ley 107-13, dispone de un amplio catálogo de principios, 
reglas y directrices que incluye los de juridicidad, proporcio-
nalidad, razonabilidad, celeridad, ética, confianza legítima, 
descarga burocrática,  servicio objetivo a la personas, entre 
otros. El joven y lúcido jurista, Nelson Arriaga Checo, al referir-
se a los méritos de la ley in comento, opinó que ella: 

No se ocupa únicamente de establecer el procedimiento que 
habrá de seguirse para el dictado de actos administrativos, 
la aprobación de reglamento, planes o programas, sino que 
también regula lo relativo a las reglas que debe observar 
la Administración Pública en ejercicio de su potestad 
sancionadora, la revisión de actos y recursos administrativos, 
el régimen de los órganos colegiados, la simplificación 
administrativa y la responsabilidad de los entes públicos y 
del personal a su servicio.3

3 ARRIAGA CHECO, Nelson A. Administración Pública,  Procedimiento Administrativo, Buena Administración y Ley 
107-103, en Acento.com, publicación de fecha 5 de febrero de 2014. Disponible en: http://acento.com.do/2015/
opinion/8219165-administracion-publica-procedimiento-administrativo-buena-administracion-y-ley-107-13/
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Tal y como afirma Parada, “del procedimiento administrati-
vo, en sentido general, se ha comenzado a hablar de finales 
del siglo XIX, para indicar la secuencias de los actos de la 
autoridad administrativa relacionados entre si y tendente a 
un único fin”.4 Esta originaria generación del procedimiento 
administrativo, partía de la lógica del poder, de la prerro-
gativa exorbitante, de la Administración como fin sí misma, 
distinta a la lógica que reproduce nuestra ley 107-13, que lo 
es la lógica de la Administración al servicio del ciudadano 
(vicarial), más aún, y como con acierto establece el profesor 
Jorge Prats, la llamada a posibilitar la felicidad a los ciuda-
danos. Todo esto supone una re-estructuración del derecho 
administrativo dominicano, en donde el centro de atención 
recae en el ciudadano y no al poder.

Aguardamos la firme convicción de que hoy como ayer, la 
promulgación de las leyes de procedimiento administrativo, 
y con ésta, la gestación de espacios de cultura que posibili-
tan la conciliación de los intereses públicos con los privados 
y el poder con la libertad, siga siendo el punto de partida de 
la apuesta por la real democracia dominicana.

4 PARADA, Ramón, citado por: VICTORIA, Omar. Bases Constitucionales del Procedimiento Administrativo, revista del 
Ministerio de la Administración Pública, No. 5.

Los interesados pueden hacer sus aportes 
académicos escribiendo su solicitud al correo:

INFO@ENJ.ORG
Atención al Consejo Editorial de Saber y Justicia
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EL DERECHO A LA BUENA 
ADMINISTRACIÓN Y EL 
FUNCIONAMIENTO ANORMAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
Argenis García del Rosario 
Juez de la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial 
de La Romana.

Palabras claves: Administra-
ción, Justicia, Responsabili-
dad, Daño. Lesión, Patrimo-
nial, Buena administración, 
Funcionamiento, Anormal. In-
demnización, Ley No. 107-13.

Resumen:
Se destaca la transición de 
un estado monárquico abusi-
vo en el que el administrado 
era mero destinatario de la 
función administrativa a un 
modelo social en donde los 
ciudadanos son los amos y se-
ñores del interés general y en 
base al derecho a recibir una 
buena administración pue-
den demandar en responsa-
bilidad patrimonial contra el 
Estado; concretamente, se 
desarrolla este último escena-
rio en el caso de la adminis-
tración de justicia por su fun-
cionamiento anormal. 

INTROITO

La revolución francesa de 1789 a 1799, es sin lugar a dudas 
un preludio importantísimo para el nacimiento y evolución 
del derecho administrativo, y concretamente, para entender 
la relación del administrado con la administración. Por defi-
nición trivial la monarquía es la concentración del poder en 
una sola persona y frente al administrado ese “gobernante” 
posee un papel de superioridad no distinguiéndose expresa-
mente los derechos del ciudadano como tal sino que estos se 
convierten en verdaderos subiditos del régimen. Fueron mu-
chas las razones que desembocaron en la revolución france-
sa, algunas matizadas por la agitación intelectual alentada 
por el denominado “siglo de las luces” debido al surgimiento 
de nuevas formas de pensamiento - la ilustración - que no 
veían con “buenos ojos” que el pueblo humilde y trabajador 
fuera explotado por la nobleza con un alto condimento de 
injusticias y hambre. En todo caso, un elemento detonante 
de la revolución que cobró gran importancia fue el rígido 
régimen monárquico durante el reinado de Luis XVI.

Era de imaginarse que los administrados de quién provenía 
la mayoría de las riquezas de la monarquía por conducto del 
cobro abusivo y excesivo de impuestos, se revelarán contra 
el régimen cansados de dar y no recibir. El administrado me-
recía ser tratado como persona y no como un simple instru-
mento al servicio del poder. Esto se dejo claro al tomar la 
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Bastilla y en la redacción de 
la declaración de los Dere-
chos del Hombre y Del Ciu-
dadano, y se comenzó a 
gestar en el derecho positivo 
de toda la región europea, y 
del mundo, el mensaje cla-
ro de que los súbditos ya no 
eran tales, que no debían 
considerarse como mero ob-
jeto del poder para cumplir 
sus fines sociales y económi-
cos, sino que en vez, aque-
llos eran la razón de ser de 
la administración y que en el 
pueblo residen todos los po-
deres del Estado. 

Quienes fueron parte de la 
revolución francesa no solo 
legaron a la nueva genera-
ción un modelo de sociedad 
y estado distintos, basados 
en principios y derechos de 
los administrados frente a 
la administración, sino que 
además fueron importante 
canal de difusión de esta 
forma de pensamiento para 
otras naciones. La República 
Dominicana no fue la excep-
ción desde su independen-
cia en 1844, incluso pasando 
por periodos intervencionis-
tas por parte de la propia 
Francia(1801-1809) y aun 
cuando predominaba la tra-
dición hispánica, en el mo-
mento de la fundación de 
la nación dominicana como 

Estado independiente, los legisladores, a la sazón, prefirieron 
los códigos Franceses de la Restauración. Luego, cualquier 
dominicano entre luces y sombras, podría retratar nuestra 
propia historia de monarquía y absolutismo rancio que al-
canzó su máximo esplendor en la conocida “era de Trujillo”.  
Durante todo este tiempo, y hasta el pasado muy reciente, 
nuestro país vivió sumido en el uso y abuso del poder contra 
los administrados y donde estos últimos no eran reconocidos 
expresamente como fuente del poder sino como meros des-
tinatarios para cumplir los propósitos “del jefe”. 

Es por ello que no es de extrañarse la difícil comprensión que 
ahora causa para algunos constatar la existencia de leyes 
que reconocen derechos importantes a los administrados 
frente a la administración y, mejor aún, que esos derechos 
encuentren canales fructíferos en sede judicial para hacer-
se respetar. Vivimos una nueva sociedad, una sociedad de 
empoderamiento del administrado de sus derechos frente a 
aquél que siempre se dijo “no se equivoca”: la administra-
ción - the king can do not wrong - Así, el pasado 6 de febrero 
de 2015, entró en vigencia la ley número 107-13, del 6 de 
agosto de 2013, sobre Derechos y Deberes de las Personas 
frente a la Administración, y para verificar el cambio de pen-
samiento del legislador de la época basta con reproducir lo 
indicado en el “considerando” cuarto de la parte preambu-
lar de la cita ley:

“En un Estado Social y Democrático de Derecho los ciudadanos 
no son súbditos, ni ciudadanos mudos, sino personas dotadas 
de dignidad humana, siendo en consecuencia los legítimos 
dueños y señores del interés general, por lo que dejan de ser 
sujetos inertes, meros destinatarios de actos y disposiciones 
administrativas, así como de bienes y servicios públicos, para 
adquirir una posición central ven el análisis y evaluación de 
las políticas públicas y de las decisiones administrativas”.

A partir de este nuevo instrumento legislativo, no basta con 
que la administración funcione bien, es necesario además 
que sea buena.  



38 | REVISTA SABER Y JUSTICIA

///////////////////////////////////////////////////////////////

CONOCIMIENTO

DERECHO A UNA BUENA 
ADMINISTRACIÓN.

El administrado ya no se con-
forma con poco, es decir, no 
se atiene simplemente a es-
perar que la administración 
marche como debería, sino 
que además espera que 
esta última sea buena en el 
cumplimiento de sus propó-
sitos y en el trato con la per-
sona del administrado. Es así 
como las cuestiones atinen-
tes a los administrados de-
ben ser llevadas, de forma 
justa, puntual, imparcial y en 
el marco de una administra-
ción funcional y eficaz. Di-
cho en términos más concre-
tos: el derecho a la buena 
administración constituye un 
escudo protector del admi-
nistrado frente al uso del po-
der. La constitución de 2010, 
no configuró expresamen-
te en su texto el derecho a 
la buena administración, sin 
embargo, es claro que des-
de la lectura del artículo 138 
del constituyente, se pue-
den apreciar algunos “sub 
derechos” que forman parte 
de la gran sombrilla que se 
define como derecho a la 
buena administración, tal es 
el caso de los principios de 
eficacia, transparencia, el 
acceso a la información pú-

blica, derecho de audiencia en la adopción de actos admi-
nistrativos, entre otros. 

En efecto, como ya vimos antes en la parte pre-ambular 
de la ley 107-13, y tal y como lo resume el profesor Jaime 
Rodríguez Arana: “el ciudadano es ahora, no sujeto pasivo, 
receptor mecánico de servicios y bienes públicos, sino suje-
to activo, protagonista, persona en su más cabal expresión, 
y, por ello, aspira a tener una participación destacada en 
la configuración de los intereses generales porque estos se 
definen, en el Estado Social y Democrático de Derecho, a 
partir de una adecuada e integrada concertación entre los 
poderes públicos y la sociedad articulada”1 . Es deseable 
que a partir de la introducción de este concepto en nuestro 
derecho interno las instituciones públicas sean reorientadas 
al servicio objetivo del interés general y sean desterradas las 
malas prácticas basadas en la idea de autoridad o el poder 
como esquemas unitarios desde los que tradicionalmente se 
ha pretendido plantear el sentido y funcionalidad de nuestro 
derecho administrativo. 

Así, la ley número 107-13, del 6 de agosto de 2013, en su artí-
culo 4 registra normativamente el derecho a la buena admi-
nistración. En el referido artículo se listan unos 32 subderechos 
del administrado que en su conjunto - no limitativo - confi-
guran el derecho fundamental a la buena administración. A 
propósito de ello y de las funciones judiciales que nos atañen, 
cabe citar: El derecho a la motivación de las actuaciones 
administrativas, pues el administrado tiene siempre derecho 
a saber por qué se dictó el acto administrativo que le favore-
ce o le perjudica. La administración no dicta decisiones “por-
que sí” sino, sustentado en un motivo de interés general y pre-
viamente habilitado por ley. La resolución administrativa en 
un plazo razonable, en nuestro país la cultura de “eternizar” 
los procesos por trámites burocráticos es un mal común y de 
difícil erradicación. El derecho a no presentar documentos 
que ya obren en poder de la administración: a veces con 

1 RODRIGUEZ ARANA, J (2011). El derecho fundamental a la buena administración de institciones públicas y el Derecho 
Administrativo. Edición 2011. Valencia: Tirant lo Blanch.
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la simple expedición de una 
cédula, el ciudadano acude 
a un centro de cedulación 
y cuando requiere cambiar 
su estatus de soltero a casa-
do, le piden un documento 
(acta de matrimonio) que 
obviamente está en poder 
de la propia administración 
electoral que lo expidió.  

“El  derecho a opinar 
sobre el funcionamien-
to de la administra-
ción de justicia, pues 
también la adminis-
tración tiene y debe 
ser cuestionada sobre 
su funcionamiento, 
porque  aquél que 
puede decir que “la 
administración sí se 
equivoca” es justamen-
te el administrado”.

El  derecho a opinar sobre 
el funcionamiento de la ad-
ministración de justicia, pues 
también la administración 
tiene y debe ser cuestiona-
da sobre su funcionamiento, 
porque  aquél que puede 
decir que “la administración 
sí se equivoca” es justamen-
te el administrado. Derecho 
a ser tratado con cortesía y 

cordialidad, dos elementos que suelen ser una especie en 
extinción en nuestras instituciones públicas, pero que en la 
medida que comencemos a exigirlos jurisdiccionalmente se 
lograrán importantes cambios. Derecho a un trato preferen-
te en caso de situación vulnerable, es unos de los pocos de-
rechos que se “respetan” en nuestras instituciones públicas 
pues la condición de ser mujer, envejeciente o discapacita-
do (personas especiales), se suele privilegiar aunque todavía 
quedan resabios importantes en nuestro medio; y, finalmen-
te, también es parte integral del derecho a la buena admi-
nistración, el derecho a ser indemnizando en caso de lesión 
o daño como veremos en lo inmediato.  

FUNCIONAMIENTO ANORMAL DE LA ADMINISTRA-
CIÓN DE JUSTICIA.

Toda norma jurídica está integrada por dos elementos bá-
sicos: un supuesto de hecho, que consiste en la descripción 
de la conducta considerada como sancionable o puesta 
a cargo del individuo; y en segundo lugar, la consecuen-
cia jurídica que implica la respuesta de la ley en caso de 
incumplimiento o violación. Decía San Agustín, que toda ley 
debía contener un fundamento moral, sin embargo, todos 
sabemos que la moral solo puede ser exigida por el deber 
de ser interno y la conciencia del sujeto, es por ello que las 
normas jurídicas requieren siempre de una sanción que sirva 
de amenaza o garantía de su cumplimiento. De ello resulta 
que todos estos derechos explicitados en el artículo 4 de la 
ley 107-13, así como los deberes reseñados en el artículo 6 de 
la misma ley, no serían más que meros elementos de museo 
exhibidos en una galería si no tuvieran como consecuencia 
de su conculcación; una sanción. 

En el caso de la especie, queremos centrarnos en el derecho 
a ser indemnizado en caso de lesión o daño, lo que además 
constituye un principio propio descrito en el artículo 3, inciso 17 
del mismo cuerpo legal anteriormente citado. Ahora bien, es 
el texto del artículo 57 de la ley 107-13, que indica: “El derecho 
fundamental a la buena administración comprende el dere-
cho de las personas a ser indemnizados de toda lesión que su-
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fran en sus bienes o derechos 
como consecuencia de una 
acción u omisión administrati-
va antijurídica”. El mismo fun-
damento también encuentra 
asidero en el artículo 148 de la 
actual Constitución de la Re-
pública y 90 de la ley número 
41-08, sobre función pública. 

Este derecho a ser indemni-
zado implica que el adminis-
trado haya experimentado 
un daño o lesión en su patri-
monio; empero, debe tratar-
se de un daño que el admi-
nistrado no esté en el deber 
jurídico de soportar (antijurí-
dico). El fundamento del sis-
tema, por consiguiente, está 
en la protección y garantía 
del patrimonio de la víctima; 
es lo que la cláusula gene-
ral pretende, preservar ante 
todo daño no buscado, no 
querido, ni merecido por 
la persona lesionada que, 
sin embargo, resulte de la 
acción administrativa, aun 
cuando la acción originaria 
sea ejercida legalmente”.2

La propia ley 107-13, tam-
bién advierte en su primer 
párrafo que a título excep-
cional, se reconocerá el 
derecho de los ciudadanos 

2 GARCÍA DE ENTERRERÍA, Eduardo. Responsabilidad Pa-
trimonial de la Administración. Tercera Edición. Página 
376.

a ser indemnizados incluso en ausencia de funcionamiento 
irregular, pues la reparación no está sustentada en la idea en 
la conducta de la administración sino en que el administrado 
jurídicamente deba o no soportar el daño. 

El otro escenario importante a destacar es que la responsabi-
lidad que le sea retenida a la administración podrá también 
ser compartida solidariamente con el servidor público que, 
habiéndose demostrado cometió una imprudencia grave o 
dolo, ocasionaré un daño al administrado (Art. 58, párrafo 
II, Ley 107-13). En el caso concreto de la administración de 
justicia, es posible que cualquiera de sus servidores públicos, 
incluyendo miembros del Consejo del Poder Judicial, jueces 
de la Suprema Corte de Justicia, responsables administrati-
vos, jueces del tren judicial, secretarios, alguaciles, oficinistas 
y todo empleado administrativo que ejerciendo su función 
represente la voluntad del ente público, puede comprome-
ter su responsabilidad patrimonial de forma solidaria. 

Hasta el momento han sido emitidas las decisiones 206-09, 
de fecha 8 de julio de 2009, del Primer Tribunal Colegiado del 
Distrito Nacional; 251-06 del 18 de agosto de 2006, de la Se-
gunda Sala de la Cámara Penal del Distrito Judicial de San-
tiago; 46-11 del 30 de junio de 2011, del Tribunal Colegiado 
de Monte Plata y 487-13 del 27 de diciembre de 2013, del 
Tribunal Superior Administrativo del Distrito Nacional, por res-
ponsabilidad patrimonial originada en la administración de 
justicia. En todas estas sentencias fue condenado el Estado 
dominicano por lesión o daño al administrado. El único ele-
mento común es que se trató en todos los casos de “prisión 
injusta” que hasta el momento había sido establecida como 
causal de inmunización en el Código Procesal Penal, pero 
que no registro dicho código los otros dos escenarios de la 
responsabilidad patrimonial del Estado por la administración 
de justicia: el error judicial y el funcionamiento anormal. 
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“Cuando hablamos de funcionamiento anormal 
de la administración de justicia hablamos de 
todo aquello que escape a lo que naturalmen-
te se espera de la administración de justicia”.

Cuando hablamos de funcionamiento anormal de la admi-
nistración de justicia hablamos de todo aquello que esca-
pe a lo que naturalmente se espera de la administración de 
justicia.  Así visto: “se considera anormal su funcionamiento 
cuando el órgano de justicia, el tribunal, han evidenciado 
un “defecto” en su forma “normal” de actuación. Nótese, 
que el concepto incluye al órgano de justicia y no sólo al 
juzgador, pues a diferencia del error judicial que es atribuible 
a la factura del juez, el funcionamiento anormal sugiere, la 
posibilidad de comprometer la responsabilidad patrimonial 
del Estado aun por una actuación de uno de sus servidores 
públicos“3, incluyendo en este último concepto registradores 
de títulos, encargados administrativos de los palacios de jus-
ticia, directores de departamentos, secretarios, oficinistas, en 
fin, todo servidor judicial. 

Para comprender mejor el concepto de funcionamiento 
anormal de la administración de justicia vayamos al siguien-
te ejemplo que verteremos en nuestra probeta de estudio: 
un ciudadano es sometido a la acción de la justicia por un 
delito penal equis, y en su detención, le ocupan y retienen 
un vehículo de motor, tipo sedán, como “cuerpo del delito”. 
Este objeto de prueba, una vez es ordenada la apertura a 
juicio del proceso es enviado junto con los demás elementos 
de prueba al tribunal de juicio y por tanto cedida la cade-
na de custodia de la prueba a la secretaria de juicio. Dado 
que la secretaria no está acostumbrada a recibir objetos tan 
grandes como un vehículo como cuerpo del delito, decide 
dejar dicho vehículo en la parte trasera del tribunal (por fal-
ta de espacio) y al cabo de casi dos años que termina el 

3 GARCÍA DEL ROSARIO, Argenis. Fundamentos de la Responsabilidad Patrimonial del Estado. Primera Edición, año 
2014. Editora Soto Castillo. Páginas 100-101.

proceso con una sentencia 
absolutoria que ordena la 
devolución del cuerpo del 
delito a su legítimo propieta-
rio (el imputado), cundo éste 
se apersona a buscar el vehí-
culo lo encuentra con todos 
los cristales rotos, la pintura 
atrofiada, el motor en muy 
mal estado pues nunca re-
cibió mantenimiento allí va-
rado, los cauchos dañados, 
en fin, casi un cascarón. Em-
pero, ¿quién responde por 
este daño?, ¿estaba ese 
ciudadano en el deber jurí-
dico de soportar ese daño? 
Evidentemente que no y hay 
lugar a indemnización por 
funcionamiento anormal de 
la administración de justicia 
en contra del estado judicial 
y en contra del servidor pú-
blico responsable (secreta-
ria) en caso de establecer-
se respecto de esta última 
imprudencia grave o dolo. 
El listado de ejemplos es lar-
go, pero basta con llamar la 
atención sobre este aspecto 
pues el usuario del servicio 
de justicia de nuestro país 
tiene derecho a recibir una 
buena administración con 
todo el elenco de derechos 
que ello implica, algunos de 
los cuales hemos avanzado 
aquí, y en caso de vulnera-
ción pueden reclamar su re-
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paración por vía judicial con la posibilidad de comprometer 
no solo el patrimonio del Estado sino también los bienes par-
ticulares del servidor público envuelto. 

“Es deber de todo servidor público garantizar el 
debido proceso del procedimiento o la actuación 
administrativa de que se trate (incluida la ad-
ministración juridicial) tanto a lo interno como 
lo externo del Poder Judicial, pues los servidores 
judiciales que dependen del Consejo del Poder 
Judicial, también son sus usuarios internos y en 
su momento podrían también verse afectados”.

COLORALIO

Las personas que la administración designa, de cualquier 
naturaleza que sea, para que ejerzan las funciones por esta 
encomendadas, son agentes suyos y órganos de aquél ente 
público y cuando actúan de esa manera en sus funciones re-
presentan la voluntad de aquél ente público y en esa “rela-
ción orgánica” se le puede imputar responsabilidad personal 
al servidor público. Todo ello como consecuencia natural del 
derecho fundamental a la buena administración del que es 
titular toda persona.  Es deber de todo servidor público ga-
rantizar el debido proceso del procedimiento o la actuación 
administrativa de que se trate (incluida la administración juri-
dicial) tanto a lo interno como lo externo del Poder Judicial, 
pues los servidores judiciales que dependen del Consejo del 
Poder Judicial, también son sus usuarios internos y en su mo-
mento podrían también verse afectados. De manera que se 
trata de una carretera de doble vía. 

Es hora de repensar la dirección de nuestras actuaciones 
como servidores judiciales orientadas a la buena administra-
ción, pues como ya se indicó antes no basta con que la ad-
ministración lo haga bien sino que además debe exhibir una 
administración buena. 
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LEY 107-13  
Derechos de las Personas en sus Relaciones  

con la Administración y de Procedimiento Administrativo

EL CONGRESO NACIONAL 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO PRIMERO: Que la Constitución de la República proclamada el 26 de enero de 2010, consagra 
al Estado dominicano como un Estado Social y Democrático de Derecho.

CONSIDERANDO SEGUNDO: Que el modelo del Estado Social y Democrático de Derecho transforma la natura-
leza de la relación entre la Administración Pública y las personas.

CONSIDERANDO TERCERO: Que la Administración Pública debe actuar al servicio objetivo del interés general, 
siendo de gran relevancia su sometimiento pleno al ordenamiento jurídico del Estado proclamado expresamente en 
el Artículo 138 de la Constitución.

CONSIDERANDO CUARTO: Que en un Estado Social y Democrático de Derecho los ciudadanos no son súbdi-
tos, ni ciudadanos mudos, sino personas dotadas de dignidad humana, siendo en consecuencia los legítimos dueños 
y señores del interés general, por lo que dejan de ser sujetos inertes, meros destinatarios de actos y disposiciones 
administrativas, así como de bienes y servicios públicos, para adquirir una posición central en el análisis y evaluación 
de las políticas públicas y de las decisiones administrativas. 

CONSIDERANDO QUINTO: Que uno de los aspectos que se desprenden de la cláusula constitucional del Es-
tado Democrático lo constituye el ejercicio de la función administrativa en base a los principios de objetividad e 
imparcialidad, de lo que se deriva la opción constitucional por un sistema burocrático profesionalizado, así como el 
establecimiento de reglas de comportamiento tendentes a asegurar el correcto uso de las potestades administrativas. 

CONSIDERANDO SEXTO: Que conforme a lo anterior establecido, de manera expresa la Constitución de la Re-
pública contiene un mandato al legislador en su Artículo 138, para que mediante ley regule el procedimiento para el 
dictado de los actos administrativos, garantizando el derecho de audiencia de las personas en los casos que resulte 
necesario. 

CONSIDERANDO SÉPTIMO: Que el mandato de la Carta Fundamental del Estado de incorporar con carácter 
general en la Administración Pública el procedimiento administrativo, en adición a garantizar la vigencia efectiva de 
la cláusula constitucional del Estado Democrático, constituye un instrumento esencial que posibilita el acierto de las 
decisiones administrativas y potencializa el respeto de los derechos fundamentales de las personas en su relación con 
la Administración y demás órganos y entes que ejercen función de naturaleza administrativa en el Estado. 

CONSIDERANDO OCTAVO: Que asimismo, el procedimiento administrativo tiene la virtud de generar una ma-
yor aceptación y consenso en los destinatarios de las decisiones administrativas, ya que les permite la obtención de 
información adecuada y una mejor ponderación de los intereses en juego, evitando la conflictividad judicial o, en su 
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caso, facilitando su ulterior enjuiciamiento, lo que inspira confianza, seguridad jurídica y atracción de la inversión 
económica. 

CONSIDERANDO NOVENO: Que el procedimiento administrativo del Siglo XXI no se puede sustentar en las 
antiguas formas de actuación administrativa, ya que en el contexto del Estado Social y Democrático de Derecho se 
ha ensanchado el papel que le corresponde a la Administración Pública, que ha venido asumiendo nuevos roles en la 
relación Estado- Sociedad, lo que genera la necesidad de prever nuevos mecanismos procedimentales que permitan 
satisfacer eficazmente esos nuevos cometidos. 

CONSIDERANDO DÉCIMO: Que como consecuencia de lo señalado en el Considerando anterior, el ordena-
miento jurídico debe contemplar distintas clases de procedimientos, que cubran los diversos campos de la actuación 
administrativa. 

CONSIDERANDO DÉCIMO PRIMERO: Que conforme ha tenido ocasión de apuntar reputada doctrina administra-
tiva de América Latina, hasta la aparición de las leyes de procedimiento administrativo “casi todos los poderes, potesta-
des y derechos habían estado en manos de la Administración, con muy pocos deberes y obligaciones frente al particular; 
y el administrado, lo que había encontrado normalmente ante la Administración, eran solo situaciones de deber, de 
sujeción, de subordinación, sin tener realmente derechos, ni tener mecanismos para exigir la garantía de su derecho”. 

CONSIDERANDO DÉCIMO SEGUNDO: Que la redimensión de los derechos fundamentales de las personas 
conlleva la inclusión dentro de los mismos de un derecho fundamental a una buena administración, que no se mani-
fiesta exclusivamente para las garantías jurídicas de las personas, sino que se orienta fundamentalmente en el aumen-
to de la calidad de los servicios y actividades que realiza la Administración Pública, así como en el derecho de las 
personas de ser indemnizados a consecuencias de las lesiones a sus bienes o derechos ocasionadas por una actuación 
antijurídica de la Administración o en los casos de actuación regular cuando se ocasione un sacrificio particular. 

CONSIDERANDO DÉCIMO TERCERO: Que se hace igualmente indispensable consagrar las reglas y principios 
aplicables a los actos administrativos en que desembocan algunos de los procedimientos administrativos, lo que in-
cluye los requisitos para su formación, sus efectos, la invalidez, el régimen revocatorio y los recursos de que pueden 
ser objetos en sede administrativa.

VISTO: El Artículo 138 de la Constitución de la República Dominicana.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY: 
TÍTULO PRELIMINAR OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

Artículo 1. Objeto. Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes de las personas en sus relaciones con la 
Administración Pública, los principios que sirven de sustento a esas relaciones y las normas de procedimiento admi-
nistrativo que rigen a la actividad administrativa. 

Párrafo. La presente ley contiene además medidas de modernización administrativa, descarga y simplificación bu-
rocrática, funcionamiento de órganos colegiados, régimen de las sanciones administrativas y responsabilidad de los 
entes públicos y sus servidores. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a todos los órganos que 
conforman la Administración Pública Central, a los organismos autónomos instituidos por leyes y a los entes que 
conforman la Administración Local. 

Párrafo I. Los órganos y entes administrativos de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional estarán regidos por 
los principios y reglas previstos en esta Ley Orgánica, siempre que sean compatibles con la especificidad de las fun-
ciones que les asigna la Constitución y sus respectivas Leyes Orgánicas. 
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Párrafo II. A los órganos que ejercen función o actividad de naturaleza administrativa en los Poderes Legislativo y 
Judicial, así como en los órganos y entes de rango constitucional, se aplicarán los principios y reglas de la presente 
ley, siempre que resulten compatibles con su normativa específica, no desvirtúen las funciones que la Constitución 
les otorga y garanticen el principio de separación de los poderes. 

Párrafo III. Cuando en esta ley se hace referencia al concepto Administración o Administración Pública se refiere a 
los órganos y entes públicos comprendidos en su ámbito de aplicación. 

Párrafo IV. En la medida en que resulte compatible, el concepto personas contenido en esta ley comprende tanto las 
personas físicas como las personas jurídicas.

TÍTULO PRIMERO 
PRINCIPIOS DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA 

Artículo 3. Principios de la actuación administrativa. En el marco del respeto al ordenamiento jurídico en su 
conjunto, la Administración Pública sirve y garantiza con objetividad el interés general y actúa, especialmente en sus 
relaciones con las personas, de acuerdo con los siguientes principios: 

1.  Principio de juridicidad: En cuya virtud toda la actuación administrativa se somete plenamente al ordena-
miento jurídico del Estado. 

2.  Principio de servicio objetivo a las personas: Que se proyecta a todas las actuaciones administrativas y de 
sus agentes y que se concreta en el respeto a los derechos fundamentales de las personas, proscribiendo toda 
actuación administrativa que dependa de parcialidades de cualquier tipo. 

3. Principio promocional: Expresado en la creación de las condiciones para que la libertad y la igualdad de 
oportunidades de las personas y de los grupos en que se integran sean reales y efectivos, removiendo los obs-
táculos que impidan su cumplimiento y fomentando igualmente la participación. 

4.  Principio de racionalidad: Que se extiende especialmente a la motivación y argumentación que debe ser-
vir de base a la entera actuación administrativa. La Administración debe actuar siempre a través de buenas 
decisiones administrativas que valoren objetivamente todos los intereses en juego de acuerdo con la buena 
gobernanza democrática. 

5. Principio de igualdad de trato: Por el que las personas que se encuentren en la misma situación serán trata-
dos de manera igual, garantizándose, con expresa motivación en los casos concretos, las razones que puedan 
aconsejar la diferencia de trato. 

6.  Principio de eficacia: En cuya virtud en los procedimientos administrativos las autoridades removerán de ofi-
cio los obstáculos puramente formales, evitarán la falta de respuesta a las peticiones formuladas, las dilaciones 
y los retardos. 

7.  Principio de publicidad de las normas, de los procedimientos y del entero quehacer administrativo: En 
el marco del respeto del derecho a la intimidad y de las reservas que por razones acreditadas de confidenciali-
dad o interés general sea pertinente en cada caso. 

8.  Principio de seguridad jurídica, de previsibilidad y certeza normativa: Por los cuales la Administración 
se somete al derecho vigente en cada momento, sin que pueda variar arbitrariamente las normas jurídicas y 
criterios administrativos.

9.  Principio de proporcionalidad: Las decisiones de la Administración, cuando resulten restrictivas de dere-
chos o supongan un efecto negativo para las personas, habrán de observar el principio de proporcionalidad, de 
acuerdo con el cual los límites o restricciones habrán de ser aptos, coherentes y útiles para alcanzar el fin de 
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interés general que se persiga en cada caso; deberán ser necesarios, por no hallarse un medio alternativo menos 
restrictivo y con igual grado de eficacia en la consecución de la finalidad pública que pretenda obtenerse; y, 
finalmente, habrán de ser proporcionados en sentido estricto, por generar mayores beneficios para el interés 
general y los intereses y derechos de los ciudadanos, que perjuicios sobre el derecho o libertad afectado por la 
medida restrictiva. 

10.  Principio de ejercicio normativo del poder: En cuya virtud la Administración Pública ejercerá sus compe-
tencias y potestades dentro del marco de lo que la ley les haya atribuido, y de acuerdo con la finalidad para la 
que se otorga esa competencia o potestad, sin incurrir en abuso o desviación de poder, con respeto y observan-
cia objetiva de los intereses generales. 

11.  Principio de imparcialidad e independencia: El personal al servicio de la Administración Pública deberá 
abstenerse de toda actuación arbitraria o que ocasione trato preferente por cualquier motivo y actuar en función 
del servicio objetivo al interés general, prohibiéndose la participación de dicho personal en cualquier asunto en 
el que él mismo, o personas o familiares próximos, tengan cualquier tipo de intereses o pueda existir conflicto 
de intereses. 

12.  Principio de relevancia: En cuya virtud las actuaciones administrativas habrán de adoptarse en función de los 
aspectos más relevantes, sin que sea posible, como fundamento de la decisión que proceda, valorar únicamente 
aspectos de escasa consideración. 

13.  Principio de coherencia: Las actuaciones administrativas serán congruentes con la práctica y los anteceden-
tes administrativos salvo que por las razones que se expliciten por escrito sea pertinente en algún caso apartar-
se de ellos. 

14.  Principio de buena fe: en cuya virtud las autoridades y los particulares presumirán el comportamiento legal 
de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes. 

15.  Principio de confianza legítima: En cuya virtud la actuación administrativa será respetuosa con las expecta-
tivas que razonablemente haya generado la propia Administración en el pasado. 

16.  Principio de asesoramiento: El personal al servicio de la Administración Pública deberá asesorar a las perso-
nas sobre la forma de presentación de las solicitudes y su tramitación.

17.  Principio de responsabilidad: Por el que la Administración responderá de las lesiones en los bienes o dere-
chos de las personas ocasionados como consecuencia del funcionamiento de la actividad administrativa. Las 
autoridades y sus agentes asumirán las consecuencias de sus actuaciones de acuerdo con el ordenamiento 
jurídico. 

18.  Principio de facilitación: Las personas encontrarán siempre en la Administración las mayores facilidades 
para la tramitación de los asuntos que les afecten, especialmente en lo referente a identificar al funcionario 
responsable, a obtener copia sellada de las solicitudes, a conocer el estado de tramitación, a enviar, si fuera el 
caso, el procedimiento al órgano competente, a ser oído y a formular alegaciones o a la referencia a los recur-
sos susceptibles de interposición. 

19.  Principio de celeridad: En cuya virtud las actuaciones administrativas se realizarán optimizando el uso del 
tiempo, resolviendo los procedimientos en plazo razonable que, en todo caso, no podrá superar los dos meses 
a contar desde la presentación de la solicitud en el órgano correspondiente, salvo que la legislación sectorial 
indique un plazo mayor. En especial, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos e incenti-
varán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones a los efectos de que los procedimientos 
se tramiten con diligencia y sin dilaciones injustificadas, de manera escrita o a través de técnicas y medios 
electrónicos. 

20.  Principio de protección de la intimidad: De forma que el personal al servicio de la Administración Pública 
que maneje datos personales respetará la vida privada y la integridad de las personas, prohibiéndose el trata-
miento de los datos personales con fines no justificados y su transmisión a personas no autorizadas. 
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21.  Principio de ética: En cuya virtud todo el personal al servicio de la Administración Pública así como las per-
sonas en general han de actuar con rectitud, lealtad y honestidad. 

22. Principio de debido proceso: Las actuaciones administrativas se realizarán de acuerdo con las normas de 
procedimiento y competencia establecidas en la Constitución y las leyes, con plena garantía de los derechos 
de representación, defensa y contradicción. 

TÍTULO SEGUNDO  
DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS EN SUS 

RELACIONES CON LA ADMINISTRACIÓN 

EL DERECHO A LA BUENA ADMINISTRACIÓN. 

Artículo 4. Derecho a la buena administración y derechos de las personas en sus relaciones con la Adminis-
tración Pública. Se reconoce el derecho de las personas a una buena Administración Pública, que se concreta, entre 
otros, en los siguientes derechos subjetivos de orden administrativo:

1. Derecho a la tutela administrativa efectiva. 

2. Derecho a la motivación de las actuaciones administrativas. 

3. Derecho a una resolución administrativa en plazo razonable. 

4. Derecho a una resolución justa de las actuaciones administrativas. 

5. Derecho a presentar por escrito peticiones. 

6. Derecho a respuesta oportuna y eficaz de las autoridades administrativas. 

7. Derecho a no presentar documentos que ya obren en poder de la Administración Pública o que versen sobre 
hechos no controvertidos o no relevantes. 

8. Derecho a ser oído siempre antes de que se adopten medidas que les puedan afectar desfavorablemente. 

9. Derecho de participación en las actuaciones administrativas en que tengan interés, especialmente a través de 
audiencias y de informaciones públicas. 

10. Derecho a una indemnización justa en los casos de lesiones de bienes o derechos como consecuencia de la 
actividad o inactividad de la Administración. 

11. Derecho a acceder a servicios públicos en condiciones de universalidad y calidad, en el marco del principio de 
subsidiaridad. 

12. Derecho a elegir y acceder en condiciones de universalidad y calidad a los servicios de interés general de su 
preferencia. 

13. Derecho a opinar sobre el funcionamiento de los servicios a cargo de la Administración Pública. 

14. Derecho a conocer las obligaciones y compromisos que se deriven de los servicios a cargo de la Administra-
ción Pública. 

15. Derecho a formular alegaciones en cualquier momento del procedimiento\ administrativo. 

16. Derecho a presentar quejas, reclamaciones y recursos ante la Administración. 

17. Derecho a interponer recursos ante la autoridad judicial sin necesidad de agotar la vía administrativa previa. 

18. Derecho a conocer las evaluaciones de los entes públicos y a proponer medidas para su mejora permanente.
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19. Derecho de acceso a los expedientes administrativos que les afecten en el marco del respeto al derecho a la 
intimidad y a las declaraciones motivadas de reserva que en todo caso habrán de concretar el interés general al 
caso concreto. 

20. Derecho a una ordenación racional y eficaz de los archivos, registros y bases de datos administrativos físicos 
o digitales. 

21. Derecho de acceso a la información de la Administración, en los términos establecidos en la ley que regula la 
materia. 

22.  Derecho a copia sellada de los documentos que presenten a la Administración Pública. 

23.  Derecho a ser informado y asesorado en asuntos de interés general. 

24.  Derecho a ser tratado con cortesía y cordialidad. 

25.  Derecho a conocer el responsable de la tramitación del procedimiento administrativo. 

26.  Derecho a conocer el estado de los procedimientos administrativos que les afecten. 

27. Derecho a ser notificado por escrito o a través de las nuevas tecnologías de las resoluciones que les afecten en 
el más breve plazo de tiempo posible, que no excederá de los cinco días hábiles. 

28. Derecho a participar en asociaciones o instituciones de usuarios de servicios públicos o de interés general. 

29.  Derecho a actuar en los procedimientos administrativos a través de representante. 

30. Derecho a exigir el cumplimiento de las responsabilidades del personal al servicio de la Administración Pú-
blica y de los particulares que cumplan funciones administrativas. 

31. Derecho a recibir atención especial y preferente si se trata de personas en situación de discapacidad, niños, 
niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y en general de personas en estado de indefensión o 
de debilidad manifiesta, y 

32.  Todos los demás derechos establecidos por la Constitución o las leyes. 

Artículo 5. Deberes de las personas en sus relaciones con la Administración Pública. Correlativamente con los 
derechos que les asisten, las personas tienen, en sus relaciones con la Administración Pública, los siguientes deberes:

1. Cumplir con lo dispuesto en la Constitución, las leyes y el ordenamiento jurídico en general. 

2. Actuar de acuerdo con el principio de buena fe, absteniéndose de emplear maniobras dilatorias en los pro-
cedimientos, y de efectuar o aportar, a sabiendas, declaraciones o documentos falsos o hacer afirmaciones 
temerarias, entre otras conductas. 

3. Ejercer con responsabilidad sus derechos, evitando la reiteración de solicitudes improcedentes. 

4.  Observar un trato respetuoso con el personal al servicio de la Administración Pública. 

5. Colaborar en el buen desarrollo de los procedimientos, cumpliendo con sus obligaciones previstas en las leyes. 

Párrafo: El incumplimiento de estos deberes no podrá ser invocado por la Administración Pública como argumento 
para ignorar el derecho reclamado por la persona. Sin embargo, cuando corresponda, podrá dar lugar a las sanciones 
penales o administrativas establecidas en las leyes. 

Artículo 6. Deberes del personal al servicio de la Administración Pública en el marco de las actuaciones y pro-
cedimientos administrativos. El personal al servicio de la Administración Pública, en el marco de las actuaciones y 
procedimientos administrativos que le relacionan con las personas, tendrá, entre otros, los siguientes deberes: 

1.  Fomentar la tutela administrativa efectiva. 

2.  Motivar adecuadamente las resoluciones administrativas. 
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3.  Resolver los procedimientos en plazo razonable. 

4. Garantizar el debido proceso del procedimiento o la actuación administrativa de que se trate. 

5.  Resolver con arreglo al ordenamiento jurídico del Estado. 

6.  Facilitar la presentación de las peticiones a las personas. 

7.  Responder eficazmente a las solicitudes de las personas. 

8. Resolver sin necesidad de solicitar documentos a las personas que obren en poder de la Administración 
Pública. 

9. Oír siempre a las personas antes de que se adopten resoluciones que les afecten desfavorablemente.

10. Facilitar la participación ciudadana a través de las audiencias e informaciones públicas. 

11. Prestar y/o garantizar los servicios públicos y de interés general de acuerdo con estándares razonables de 
calidad. 

12. Facilitar el derecho a la elección de los servicios de interés general a las personas. 

13. Realizar periódicamente encuestas o sondeos sobre la opinión de los usuarios de los servicios a cargo de la 
Administración Pública. 

14. Publicar periódicamente las obligaciones de la Administración y los derechos de las personas en los servicios 
a cargo de la Administración Pública. 

15. Facilitar la formulación de alegaciones por parte de las personas en cualquier momento del procedimiento o 
actuación administrativa de que se trate. 

16. Facilitar la presentación de quejas, recursos o reclamaciones ante la propia Administración Pública. 

17. Publicar periódicamente las evaluaciones del funcionamiento de los órganos y entes administrativos. 

18. Facilitar el acceso a la información pública y de interés general en los términos previstos en la ley. 

19. Disponer de archivos, registros y base de datos administrativos físicos o digitales, debidamente ordenados y 
actualizados que permita el acceso sencillo para las personas. 

20. Entregar copia sellada de los escritos presentados por los ciudadanos. 

21. Tratar con cortesía y cordialidad a las personas. 

22. Identificar al responsable de la resolución del procedimiento administrativo de que se trate. 

23. Informar periódicamente del estado de la tramitación de los procedimientos. 

24. Notificar por cualquier medio eficaz a las personas de las resoluciones que les afecten en el más breve plazo 
de tiempo posible, que no excederá de los cinco días. 

25. Fomentar el asociacionismo de los usuarios de servicios públicos y de interés general. 

26. Facilitar la actuación de las personas que lo deseen a través de representante en los procedimientos 
administrativos.

27. Todos aquellos deberes establecidos en la Constitución o en las leyes. 

Artículo 7. Deberes de la Administración Pública y del personal a su servicio en materia de información al 
público. El personal al servicio de la Administración Pública tendrá, en relación con las personas que ante ella acudan 
en el marco de cualquier procedimiento o actuación administrativa, entre otros, los siguientes deberes: 

1. Tratar de forma respetuosa, considerada y diligente a todas las personas sin distinción alguna. 

2.  Garantizar atención permanente y personal a las personas. 
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3. Atender a todos los ciudadanos que hubieran ingresado a sus oficinas dentro del horario de atención al público. 

4. Elaborar y publicar anualmente una carta de trato digno a las personas usuarias de las oficinas de atención 
al público en la que se especifiquen los derechos de los usuarios y los medios puestos a su disposición para 
garantizarlos efectivamente. 

5.  Tramitar las peticiones que lleguen por cualquier medio razonable. 

6. Atribuir a dependencias especializadas la función de atender quejas y reclamaciones, así como orientar a las 
personas en sus asuntos administrativos. 

7. Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución de peticiones, permitiendo el uso de medios alterna-
tivos para quienes no dispongan de aquellos. 

8. Habilitar espacios idóneos para la consulta de expedientes y documentos, así como para la atención ordenada 
y cómoda de las personas. 

9.  Todos los demás deberes establecidos por la Constitución o las leyes. 

TÍTULO TERCERO  
ACTOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 8. Concepto Acto Administrativo. Acto administrativo es toda declaración unilateral de voluntad, juicio o 
conocimiento realizada en ejercicio de función administrativa por una Administración Pública, o por cualquier otro 
órgano u ente público que produce efectos jurídicos directos, individuales e inmediatos frente a terceros. 

Artículo 9. Requisitos de validez. Sólo se considerarán válidos los actos administrativos dictados por órgano com-
petente, siguiendo el procedimiento establecido y respetando los fines previstos por el ordenamiento jurídico para su 
dictado.

Párrafo I. Para garantizar la posibilidad de su fiscalización, quedará constancia escrita del contenido de los actos 
administrativos, incluidos los verbales, con identificación de sus responsables. 

Párrafo II. La motivación se considerará un requisito de validez de todos aquellos actos administrativos que se 
pronuncien sobre derechos, tengan un contenido discrecional o generen gasto público, sin perjuicio del principio de 
racionalidad previsto en el Artículo 3 de esta ley. 

Párrafo III. Los actos administrativos no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, 
aunque aquellas tengan igual o superior rango a éstas. 

Artículo 10. Presunción de Validez. Todo acto administrativo se considera válido en tanto su invalidez no sea de-
clarada por autoridad administrativa o jurisdiccional de conformidad a esta ley. 

Artículo 11. Efectos de los actos administrativos. Los actos administrativos válidamente dictados, según su natura-
leza, serán ejecutivos y ejecutorios cuando se cumplan sus condiciones de eficacia, en los términos de la ley. 

Artículo 12. Eficacia de los actos administrativos. Los actos administrativos que otorguen beneficios a las perso-
nas se entienden eficaces a partir de la fecha de su emisión. La eficacia de los actos que afecten desfavorablemente 
a terceros requerirá la notificación a los interesados del texto íntegro de la resolución y la indicación de las vías y 
plazos para recurrirla. La Administración deberá acreditar el intento diligente de notificación en el lugar indicado por 
el interesado antes de dar por cumplido este trámite. 

Párrafo I. La publicación de los actos podrá sustituir a la notificación cuando el acto tenga por destinatarios a una 
pluralidad indeterminada de personas o en los casos de procedimientos de concurrencia competitiva, indicándose en 
este último caso el medio válido para la publicación. 
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Párrafo II. También serán publicados los actos administrativos cuando lo exijan las normas o el interés público lo 
aconseje y no se perjudique la intimidad u otros derechos de las personas. 

Párrafo III. Podrá sujetarse motivadamente la eficacia de los actos administrativos a cláusulas accesorias estable-
ciendo en su contenido condición, término o modo. 

Articulo 13. Retroactividad actos favorables. Podrá concedérseles motivadamente efecto retroactivo a los actos 
administrativos cuando sólo produzcan efectos favorables y sus presupuestos de hecho y derecho se dieran ya en la 
fecha a la que se retrotraiga la eficacia del acto.

Artículo 14. Invalidez de los actos administrativos. Son nulos de pleno derecho los actos administrativos que sub-
viertan el orden constitucional, vulneren cualquiera de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, 
los dictados por órgano manifiestamente incompetente o prescindiendo completamente del procedimiento estable-
cido para ello, los carentes de motivación, cuando sea el resultado del ejercicio de potestades discrecionales, los de 
contenido imposible, los constitutivos de infracción penal y los que incurran en infracciones sancionadas expresa-
mente con nulidad por las leyes. 

Párrafo I. Se considerarán anulables los actos administrativos que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 
jurídico, los que vulneren las normas de procedimiento, los que carezcan de motivación suficiente en el ejercicio de 
potestades administrativas regladas, y los que se dicten en desviación de poder por cuanto aun respetando las formas 
externas de su producción se aparten del fin para el que se otorgó la potestad. 

Párrafo II. Los meros defectos de forma, de competencia o de procedimiento, o el incumplimiento de plazos que no 
determinen caducidad o prescripción no presuponen necesariamente la anulabilidad de los actos, sin perjuicio de la 
exigencia de responsabilidades a los servidores públicos incumplidores de formas o tiempos. En particular, cuando la 
decisión de la Administración resulte materialmente correcta, los defectos de forma o de procedimiento no acarrean 
su anulabilidad, salvo que el acto carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a 
la indefensión de los interesados. 

Párrafo III. Se conservarán los elementos de los actos no afectados por vicios de invalidez. La invalidez de un acto 
no se trasmitirá necesariamente a los sucesivos del procedimiento que sean independientes del nulo o anulable. Los 
actos inválidos que contengan elementos constitutivos de otro válido producirán los efectos de éste. Los actos anula-
bles podrán ser convalidados subsanando sus defectos de competencia o procedimiento, con efectos desde su fecha o 
retroactividad para el caso de ser favorables y cumplir los requisitos del Artículo 9 de esta ley. 

TÍTULO CUARTO  
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS CAPÍTULO PRIMERO 

NORMAS COMUNES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA 
EL DICTADO DE RESOLUCIONES SINGULARES O ACTO ADMINISTRATIVO

Artículo 15. Objeto. El procedimiento administrativo previsto en este capítulo tiene por objeto establecer aquellas normas 
comunes a los procedimientos administrativos que procuran el dictado de resoluciones unilaterales o actos administrati-
vos que afectan a los derechos e intereses de las personas, ya impliquen, entre otros, permisos, licencias, autorizaciones, 
prohibiciones, concesiones, o resolución de recursos administrativos o la imposición de sanciones administrativas y en 
general, cualquier decisión que pueda dictar la Administración para llevar a cabo su actividad de prestación o limitación. 

Párrafo I. Es finalidad de este procedimiento administrativo garantizar el acierto de la decisión administrativa, al 
tiempo que se asegura la protección de los derechos e intereses de las personas. 
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Párrafo II. Las normas de este capítulo tienen carácter supletorio de las disposiciones de la presente ley que se refie-
ren al procedimiento sancionador y del procedimiento de recurso administrativo. Asimismo tienen carácter supletorio 
en los procedimientos administrativos contenidos en leyes sectoriales. 

Párrafo III. Las resoluciones administrativas singulares que no constituyan actos administrativos formales, por care-
cer de carácter vinculante u obligatorio, y cualquiera que sea la forma que adopten (recomendaciones, valoraciones, 
interpretaciones, asesoramientos u actuaciones análogas), habrán de inspirarse en los principios de transparencia, 
participación, y motivación, en virtud de las características y el objeto de que se trate en cada caso. 

Sección 1º 
Capacidad, Interesados, Objetividad, Términos y Expediente Administrativo 

Artículo 16. Capacidad de obrar. Tendrán capacidad de obrar en el procedimiento administrativo los órganos y en-
tidades administrativas, las personas jurídicas y las personas físicas mayores de edad. Los menores tendrán capacidad 
cuando el ordenamiento jurídico lo permita. 

Artículo 17. Interesados. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: quienes lo promuevan 
como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos; los que, sin haber iniciado el procedimien-
to, tengan derechos o intereses que puedan resultar afectados por las decisiones que se adopten en el mismo; aquellos 
cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución e intervengan en el 
procedimiento en tanto no se haya dictado resolución definitiva. 

Párrafo. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de 
intereses legítimos colectivos en los términos que la ley reconozca. 

Artículo 18. Representación. Los interesados podrán actuar por medio de representante con capacidad de obrar, 
dejando constancia formal de tal representación mediante comparecencia o cualquier otro medio válido en derecho. 
La falta de acreditación de la representación será subsanable en el plazo de diez días, permitiéndose provisionalmente 
la intervención del representante bajo la condición de subsanación del defecto.

Artículo 19. Objetividad de los órganos. Ninguna autoridad o funcionario puede participar en el dictado de un 
acto administrativo cuyo contenido afecte a sus intereses personales o los de las personas con las que mantiene una 
relación de consanguinidad, parentesco, amistad, enemistad o servicios profesionales. 

Párrafo I. Los interesados en los procedimientos administrativos podrán hacer constar la concurrencia de cualquier 
motivo de abstención de los funcionarios o autoridades, recusando su participación y exigiendo responsabilidades. 

Párrafo II. Los superiores jerárquicos de quienes incurran en causa de abstención resolverán los incidentes de recu-
sación, apreciando motivadamente la concurrencia o no de las causas de abstención invocadas. 

Párrafo III. La participación en un procedimiento de funcionario o autoridad incurso en potencial conflicto de inte-
reses dará lugar a la nulidad del acto si no se motivan adecuadamente las razones que justifican su no abstención o el 
rechazo de la recusación. 

Párrafo IV. Los interesados podrán solicitar a los tribunales la paralización de aquellos procedimientos en los que el 
incumplimiento del deber de objetividad contamine de forma más evidente los posibles resultados. 

Artículo 20. Términos y plazos. La normativa reguladora de cada procedimiento administrativo establecerá un 
plazo razonable para su tramitación, que podrá ser prorrogado o reducido en función de la complejidad, las cargas de 
trabajo, la urgencia u otras circunstancias que deberán motivarse adecuadamente. El incumplimiento injustificado de 
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los plazos o las dilaciones procedimentales indebidas generarán el derecho a ser indemnizado por los daños causados, 
pudiendo repercutirse tales indemnizaciones sobre los responsables de la tramitación. 

Párrafo I. Los plazos se contarán siempre a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la publicación o no-
tificación del acto que los comunique. Siempre que no se exprese otra cosa, se señalarán por días que se entenderán 
hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, domingos y feriados. 

Párrafo II. Si el plazo se fija en meses, se computarán de fecha a fecha. Si en el mes de vencimiento no hubiere día 
equivalente, se entenderán que el plazo expira el último día del mes. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se 
entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. 

Párrafo III. El plazo supletorio de los procedimientos para los que su normativa reguladora no contemple otro espe-
cífico será de dos meses. Ninguna prórroga de este plazo podrá exceder de un mes. 

Artículo 21. Expediente administrativo. El expediente administrativo es el conjunto de documentos en cualquier 
tipo de soporte, incluyendo los electrónicos, indiciados y ordenados cronológicamente por la Administración sobre 
un asunto determinado.

Párrafo I. Los responsables de la tramitación de los procedimientos tienen la obligación de dejar constancia docu-
mental de todas sus actuaciones, ordenando y archivando los expedientes para posibilitar el acceso a la información y 
el control posterior de la Administración Pública. La no documentación de las actuaciones administrativas dará lugar 
en todo caso a la exigencia de responsabilidad disciplinaria. 

Párrafo II. La alteración, sustracción o pérdida de los expedientes administrativos dará lugar a la exigencia de res-
ponsabilidades disciplinarias y, en su caso, penal o civil de las autoridades o funcionarios competentes. 

Párrafo III. Los interesados tendrán, durante toda la sustanciación del procedimiento, el derecho de acceder al ex-
pediente para revisar y copiar documentos y consignar cualquier tipo de escritos contentivos de alegatos y pruebas. 

Sección 2º 
Procedimiento de dictado de actos 

Artículo 22. Iniciación. El procedimiento administrativo se iniciará de oficio o a instancia de parte interesada. 

Párrafo I. El procedimiento se iniciará de oficio en los siguientes casos: por resolución del órgano competente, o de 
su superior; por petición de órgano administrativo o de otros órganos del Poder Público o por denuncia interpuesta 
por cualquier persona. La decisión de iniciación del procedimiento habrá de ser motivada adecuadamente. 

Párrafo II. Con anterioridad al acuerdo de inicio del procedimiento, el órgano competente podrá razonadamente 
abrir un período de información con el fin de determinar si procede o no iniciarlo. Dicho acuerdo habrá de ser igual-
mente motivado. La Administración no podrá prejuzgar en esta fase preliminar ni dictar ninguna decisión que de 
manera definitiva, afecte a los interesados. 

Artículo 23. Contenido de solicitud de inicio de procedimiento. Las solicitudes que den origen al procedimiento 
administrativo deberán contener: 

1. Nombre y apellidos del solicitante y, en su caso, la persona que lo represente, así como sus generales de ley. 

2.  El domicilio físico o informático a efecto de las notificaciones. 

3. Los hechos, razones y petición en que se concrete la solicitud, así como los documentos que se juzguen con-
venientes para precisar o completar dicha petición.
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4.  Lugar y fecha. 

5. Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio admitido 
por el Derecho. 

6.  Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige. 

Párrafo I. En los casos de una pluralidad de solicitudes con contenido y fundamento idénticos, podrán ser formula-
das en una sola instancia. 

Párrafo II. En el momento de la presentación de la solicitud, el órgano administrativo que la recibe entregará al 
interesado un acuse de recibo con el que podrá acreditar la fecha de entrada en ese registro de su solicitud, sea en 
soporte físico o informáticamente. En caso de que el interesado no hubiera presentado el escrito de iniciación del 
procedimiento en el registro del órgano administrativo competente, desde ese registro se comunicará tal circunstancia 
al interesado y se hará llegar la solicitud al registro del órgano administrativo competente en un plazo no superior a 
cinco días. 

Párrafo III. En todas las oficinas públicas y páginas web de los órganos y entes públicos estarán a disposición de los 
interesados modelos normalizados de iniciación a instancia de parte del procedimiento administrativo. 

Párrafo IV. En el caso de que la solicitud no contenga los requisitos exigidos en este artículo, el órgano competente 
lo pondrá en conocimiento del interesado para que en un plazo de diez días pueda subsanar dichas carencias. Si así 
no lo hiciere, se acordará su desistimiento en el procedimiento salvo que el plazo se haya ampliado razonadamente 
no más allá de cinco días a petición del interesado. 

Párrafo V. Ningún funcionario podrá negarse a recibir una petición, aún cuando deberá advertir al interesado de 
cualquier omisión que hubiese constatado. El funcionario público que incumpla este deber comprometerá su respon-
sabilidad personal. 

Artículo 24. Comunicación previa con reserva de oposición. Cuando la ley establezca la posibilidad de ejercer un 
derecho o de realizar una actividad sin necesidad de autorización o permiso previos u otro medio de control anterior, 
el interesado deberá comunicar inmediatamente antes de iniciar la actividad o de ejercer el derecho de que se trate los 
datos y la información relevantes para la actividad proyectada. 

Párrafo I. El interesado deberá expresar por escrito, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos esta-
blecidos en la legislación vigente y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el periodo de tiempo 
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. 

Párrafo II. La Administración podrá en cualquier momento controlar o inspeccionar su cumplimiento y, en su caso, 
ordenar el cese de la actividad o del ejercicio del derecho si aprecia la inobservancia de los requisitos establecidos, 
para lo que deberá seguir el oportuno procedimiento administrativo.

Artículo 25. Tramitación y medidas provisionales. La iniciación del procedimiento, sea de oficio o a instancia de 
parte, obliga a la Administración a tramitar por su orden temporal el procedimiento y resolverlo en el plazo estable-
cido y la faculta, en los casos establecidos por las leyes a adoptar, razonada y motivadamente, de oficio o a instancia 
de parte, las medidas provisionales que estime pertinentes para asegurar la eficacia de la resolución que, en el caso, 
ponga fin al procedimiento. 

Párrafo I. Las medidas provisionales en el procedimiento administrativo pueden acordarse de forma simultánea o 
inmediatamente posterior al inicio del procedimiento. Podrán motivadamente adoptarse con anterioridad al inicio del 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, cuando medie una situación de urgencia y sea necesaria la protección 
provisional de los intereses implicados. 
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Párrafo II. En el caso las medidas provisionales dictadas en situación de urgencia, las mismas habrán de ser con-
firmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento cuando se inicie de oficio o en el 
momento de la presentación de la solicitud del interesado y quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en un 
lapso no mayor de 15 días hábiles. 

Párrafo III. Cuando se hayan adoptado las medidas provisionales, de oficio o instancia de parte, en el momento de 
la iniciación del procedimiento o con posterioridad, podrán ser levantadas o modificadas durante la tramitación del 
procedimiento en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de 
su adopción. 

Párrafo IV. En todo caso, las medidas provisionales acordadas con motivo del procedimiento administrativo se ex-
tinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento. 

Párrafo V. El acuerdo de adopción de las medidas provisionales, podrá ser objeto de recurso. 

Artículo 26. Instrucción. La Administración ha de adoptar decisiones bien informadas. El procedimiento adminis-
trativo constituye el instrumento para la obtención y el tratamiento de la información necesaria para adoptar la mejor 
decisión de que se trate en cada caso. La Administración de oficio, deberá recabar todas las pruebas necesarias para 
adoptar la mejor decisión, en resguardo del derecho de los interesados. 

Párrafo I. Para la adopción de la resolución que proceda en cada caso deberán llevarse a cabo todas las actuaciones 
de instrucción o investigación que resulten necesarias y, en general, aquellas actuaciones de obtención y tratamiento 
de la información que sean adecuadas para el fin perseguido. Al órgano que tramite el procedimiento le corresponde 
apreciar los actos y actuaciones que hayan de practicarse para asegurar una decisión bien informada, sin perjuicio de 
las que el interesado pueda solicitar o proponer.

Párrafo II. Los actos de instrucción e investigación se realizarán de oficio, sin perjuicio del derecho de los interesa-
dos a proponer aquellas actuaciones que consideren pertinentes. 

Párrafo III. No obstante lo dicho en el párrafo anterior, el interesado podrá colaborar activamente en la instrucción 
del procedimiento siempre que las normas aplicables del sector de que se trate no lo prohíban, asumiendo entonces la 
responsabilidad de presentar con su solicitud de permiso o autorización, o su mera comunicación, según proceda, los 
estudios pertinentes, sean de carácter técnico, científico, económico, legal o medioambiental, costeados por el propio 
interesado. En tal caso, la Administración habrá de constatar la fiabilidad y consistencia de los estudios aportados. 

Párrafo IV. En todo caso, los interesados podrán aportar los documentos y datos que consideren relevantes, así como 
hacer las alegaciones y observaciones oportunas sobre éstos, a lo largo de todo el procedimiento, hasta el momento 
anterior a la resolución definitiva. La Administración estará obligada a valorar los alegatos y pruebas aportados por 
las partes durante la sustanciación del procedimiento. 

Artículo 27. Actos de instrucción o investigación. Los actos de instrucción o investigación podrán consistir, entre 
otros, en los siguientes medios: 

a. Cualquier medio de prueba admitido en Derecho y practicado de conformidad con los principios característi-
cos de la legislación procesal. 

b. Informes, análisis, evaluaciones y, en general, estudios, que resulten pertinentes u obligatorios, sean o no 
vinculantes. 

c.  La participación activa de todos los interesados. 
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Párrafo I. Las actuaciones para la obtención y tratamiento de la información necesaria para adoptar una decisión 
bien informada podrán consistir en cualquier medio, como la cooperación, asistencia e intercambio de información 
con otras administraciones competentes, o las consultas a los expertos. En los términos establecidos en la legislación 
o en convenios internacionales, podrá recabarse la colaboración informativa de otras agencias y administraciones 
especializadas de otros Estados, o de organismos internacionales, al objeto de adoptar la decisión mejor informada, 
al servicio de los intereses generales. 

Párrafo II. Todos los actos y actuaciones estarán sujetos a los principios de transparencia, igualdad, contradicción y 
fiabilidad o consistencia. 

Artículo 28. Formas de finalización. Pondrán fin al procedimiento administrativo: 

a. La resolución, que debe dar respuesta congruente y razonada a todas las cuestiones planteadas en el mismo. 

b. El desistimiento del solicitante, que no comportará pérdida del derecho a reiniciar otro procedimiento dentro 
los plazos legales.

c. La renuncia al derecho, siempre y cuando se trate de un derecho renunciable. 

d. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas.

e. La declaración de caducidad, por transcurso del tiempo sin realizar alguno de sus trámites esenciales. 

f. La celebración de un convenio, acuerdo o pacto, en los casos previstos por las normas sectoriales. 

Párrafo I. En todo caso, se dejará constancia escrita de las circunstancias de terminación de cada procedimiento, 
explicando los motivos de legalidad y permitiendo su conocimiento conforme a lo establecido en la Ley General de 
Libre Acceso a la Información Pública. 

Párrafo II. Cuando la Administración no decida expresamente el procedimiento iniciado, en los plazos establecidos 
en la ley, incurrirá en una inactividad administrativa contraria a derecho. El funcionario público que omitiere dar res-
puesta oportuna al procedimiento previamente iniciado comprometerá su responsabilidad personal, sin perjuicio del 
derecho de los interesados a la tutela judicial efectiva frente a la inactividad de la Administración. La Administración 
mantendrá en todos los casos obligación de resolver expresamente el procedimiento iniciado. 

Párrafo III. La ley podrá establecer que la inactividad de la Administración en resolver el procedimiento dentro 
del lapso establecido en la ley, será considerada como aceptación de la previa petición formulada por el interesado. 
En tal supuesto, la Administración deberá emitir, dentro de los cinco días siguientes, una constancia que indique tal 
circunstancia, sin perjuicio del derecho de los ciudadanos a la tutela judicial efectiva frente a la inactividad de la Ad-
ministración. En estos casos la Administración sólo podrá resolver la previa petición en sentido desfavorable, previo 
procedimiento administrativo. 

Artículo 29. Medios de ejecución. Para la ejecución de las resoluciones finalizadoras de los procedimientos admi-
nistrativos, podrán utilizarse los siguientes medios: 

a. Embargo y apremio sobre el patrimonio, de conformidad con la normativa contenida en el Código Tributario. 

b. Ejecución subsidiaria, encomendando a persona distinta la realización del acto, a costa del obligado. 

c. Multa coercitiva, con independencia de las sanciones administrativas que pudieran imponerse. 

d. Excepcionalmente, la compulsión sobre las personas, para las obligaciones personales de no hacer o soportar.

Párrafo I. Sólo podrán ejecutarse actos administrativos no suspendidos por la autoridad administrativa o judicial. 
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Párrafo II. En la aplicación de los medios de ejecución, deberán respetarse los derechos fundamentales y el princi-
pio de proporcionalidad, optando en todo caso por el medio menos gravoso que sirva para cumplir las resoluciones 
administrativas.

CAPÍTULO SEGUNDO  
NORMAS COMUNES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

PARALA ELABORACIÓN DE NORMAS ADMINISTRATIVAS Y PLANES 

Artículo 30. Objeto. Las disposiciones de este capítulo tienen por objeto establecer los estándares mínimos y obli-
gatorios de los procedimientos administrativos que procuran la adopción de reglamentos, planes y programas, que 
poseen un alcance general. La finalidad de estas normas reside en que la Administración Pública obtenga la informa-
ción necesaria para su aprobación, canalizando el diálogo con otros órganos y entes públicos, con los interesados y 
el público en general, con ponderación de las políticas sectoriales y derechos implicados y promoviendo el derecho 
fundamental a la participación ciudadana como sustento de la buena gobernanza democrática. 

Párrafo I. Los principios y criterios que se contienen en el Artículo 31 habrán de aplicarse con tanta mayor inten-
sidad y exigencia, cuanto menor sean la programación o condicionamientos legislativos previos del contenido del 
plan, programa o reglamento y, en consecuencia, mayor sea el margen de apreciación o la discrecionalidad que de la 
ley resulte. 

Párrafo II. Por razón de la jerarquía normativa o por motivos sustantivos, serán nulas de pleno derecho las normas 
administrativas, los planes o programas aprobados por la Administración que vulneren la Constitución, las leyes u 
otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la ley, y las que establez-
can la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. En razón 
del procedimiento, incurrirán en nulidad de pleno Derecho la infracción o desconocimiento de los principios o reglas 
que resulten de aplicación, que se regulan en el Artículo 31. 

Párrafo III. Los instrumentos de carácter general emanados por la Administración y que carezcan de fuerza normativa 
o vinculante, cualquiera que sea la forma que adopten (recomendaciones, manuales, interpretaciones, estándares o me-
didas similares), habrán de elaborarse de conformidad con los principios de transparencia, participación y motivación. 

Artículo 31. Principios del procedimiento aplicable a la elaboración de reglamentos, planes o programas. La 
elaboración de reglamentos administrativos, planes y programas de alcance general, se sujetará a los siguientes prin-
cipios y criterios, cualquiera que sea la Administración competente en cada caso:

1.  Iniciativa. El órgano responsable elaborará el correspondiente anteproyecto o borrador. Si la legislación sec-
torial así lo ha establecido, también podrá la iniciativa privada presentar el correspondiente anteproyecto de 
reglamento, de plan o programa. 

2.  Decisión bien informada. El procedimiento de elaboración del proyecto ha de servir para obtener y procesar 
toda la información necesaria a fin de garantizar el acierto del texto reglamentario, plan o programa. A tal fin 
deberán recabarse los estudios, evaluaciones e informes de naturaleza legal, económica, medioambiental, téc-
nica o científica que sean pertinentes. Las alegaciones realizadas por los ciudadanos serán igualmente tenidas 
en cuenta para hallar la mejor solución posible en el reglamento, plan o programa. 

3.  Audiencia de los ciudadanos directamente afectados en sus derechos e intereses. La audiencia de los ciu-
dadanos, directamente o a través de las asociaciones que les representen, se ha de producir en todo caso antes 
de la aprobación definitiva del texto reglamentario, plan o programa cuando puedan verse afectados en sus 
derechos e intereses legítimos. Habrá de otorgarse un plazo razonable y suficiente, en razón de la materia y 
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de las circunstancias concurrentes, para que esa audiencia resulte real y efectiva. La Administración habrá de 
contar igualmente con un plazo razonable y suficiente para procesar y analizar las alegaciones realizadas. 

4.  Participación del público. La participación del público en general, con independencia de que se vea o no 
afectado directamente por el proyecto de texto reglamentario, plan o programa, deberá garantizarse antes de la 
aprobación definitiva salvo texto legal en contrario. 

5.  Colaboración entre órganos y entes públicos administraciones. La Administración competente para la 
aprobación del reglamento, plan o programa habrá de facilitar y recabar la colaboración de los demás órganos 
y entes públicos, cuando resulte necesario o conveniente en razón de los efectos significativos que pueda pro-
ducir, mediante las consultas o informes oportunos. 

6.  Ciclo temporal de la audiencia, de la participación, y de la colaboración interadministrativa. Tanto la 
audiencia de los interesados, como la participación del público en general y la colaboración interadministra-
tiva que se producen en el seno del procedimiento de elaboración podrán extenderse también a los momentos 
iniciales o de elaboración de las prioridades y esquemas del borrador, así como a la fase de seguimiento y 
supervisión, una vez aprobado el texto reglamentario, plan o programa. 

7.  Ponderación y motivación. El órgano promotor habrá de elaborar la propuesta definitiva tomando en con-
sideración los estudios, informes y evaluaciones que, en su caso, se hayan utilizado en el procedimiento. La 
Administración responsable habrá de ponderar igualmente las alegaciones y los intereses hechos valer por 
los interesados y el público en general. Antes de la aprobación definitiva, la Administración habrá de motivar 
adecuadamente las razones de las opciones que resulten elegidas, a la vista de las distintas alternativas.

8.  Publicación. La entrada en vigor del reglamento o del plan territorial o urbanístico requiere su previa e íntegra 
publicación en la Gaceta Oficial o en un diario de circulación nacional o local, según sea el caso. 

CAPÍTULO TERCERO  
NORMAS COMUNES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ARBITRAL 

Artículo 32. Función administrativa arbitral. La función administrativa arbitral, mediante la cual la Administra-
ción dicta actos administrativos decidiendo controversias jurídicas entre los administrados, aplicando el derecho, se 
sustanciará de acuerdo con las garantías comunes de procedimiento previstas en el artículo siguiente. 

Párrafo I. Las leyes determinarán los ámbitos de aplicación de la función arbitral. Igualmente, concretarán los su-
puestos en los que el sometimiento de las partes al procedimiento arbitral será obligatorio y aquellos en los cuales 
será voluntario. 

Párrafo II. Para el ejercicio de la función arbitral, la Administración se someterá a los principios del procedimiento 
administrativo previstos en la presente ley. La legislación sectorial podrá establecer las peculiaridades de índole pro-
cedimental que sean necesarias, sin vulnerar los contenidos de esta ley.

Sección 1º 
El procedimiento arbitral 

Artículo 33. El procedimiento administrativo arbitral estará sujeto a las siguientes reglas: 

1. Iniciación: El procedimiento administrativo arbitral se iniciará de oficio cuando sea obligatorio o a instancia 
de las partes cuando sea voluntario. 

2.  Instrucción. Para la adopción de la resolución que proceda en cada caso, deberán llevarse a cabo todas las 
actuaciones de instrucción o investigación que resulten necesarias y, en general, aquellas actuaciones de obten-
ción y tratamiento de la información que sean adecuadas. Los interesados podrán proponer aquellas actuacio-
nes que consideren pertinentes, pudiendo aportar los documentos y datos que consideren relevantes, así como 
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hacer las alegaciones oportunas sobre éstos a lo largo de todo el procedimiento, hasta el momento anterior a la 
vista oral. 

2.1 Los actos de instrucción o investigación podrán consistir, entre otros, en los siguientes medios: 

a)  Cualquier medio de prueba admitido en derecho y practicado de conformidad con los principios carac-
terísticos de la legislación procesal.

b)  Informes, análisis, evaluaciones y, en general, estudios que resulten pertinentes u obligatorios, sean o 
no vinculantes. 

c)  La participación activa de todos los interesados. 

3.  Vista oral: Finalizada la fase instructora, se abrirá la vista oral ante el órgano que ha de dictar la resolución 
arbitral. En la vista oral, el órgano arbitral dará la palabra a las partes para que de forma sucinta expongan sus 
alegaciones. El órgano arbitral podrá invitar a las partes, antes o después de los informes orales, a que concre-
ten hechos y puntualicen, aclaren o rectifiquen cuanto sea preciso para delimitar el objeto de debate. 

4.  Finalización: El procedimiento arbitral finalizará mediante resolución expresa fundada en derecho, que será 
ejecutiva y ejecutoria. 

Artículo 34. Recursos. Contra la resolución que ponga fin a un procedimiento administrativo arbitral, podrán las 
partes interponer el recurso contencioso administrativo. 

TÍTULO QUINTO  
POTESTAD SANCIONADORA

Artículo 35. Reserva de ley. La potestad sancionadora de la Administración Pública sólo podrá ejercerse en virtud 
de habilitación legal expresa. Su ejercicio corresponde exclusivamente a los órganos administrativos que la tengan 
legalmente atribuida. 

Artículo 36. Tipicidad. Son infracciones administrativas los hechos o conductas así tipificados en la ley, que estable-
cerá las sanciones administrativas correspondientes. 

Párrafo I. Los reglamentos sólo podrán especificar o graduar las infracciones o sanciones legalmente establecidas 
con la finalidad de una más correcta y adecuada identificación de las conductas objeto de las infracciones o de una 
más precisa determinación de las sanciones a que haya lugar. 

Párrafo II. Las disposiciones legales sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto 
infractor. Serán de aplicación a los hechos que constituyan infracción administrativa en el momento de su vigencia. 

Artículo 37. Responsabilidad. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracciones legalmente 
establecidas las personas físicas o jurídicas que resulten responsables tras el pertinente procedimiento diseñado en el 
Reglamento General de la potestad sancionadora de la Administración Pública. 

Párrafo I. Las responsabilidades administrativas derivadas de la conclusión del procedimiento sancionador son com-
patibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada a su estado originario, así como con la 
indemnización de daños o perjuicios causados por la infracción.

Párrafo II. Cuando varias personas incurran en una misma infracción administrativa, responderán solidariamente de 
las sanciones que se impongan. 

Párrafo III. En los casos de incumplimiento de obligaciones legales consistentes en el deber de prevenir la comisión 
de infracciones administrativas, las personas físicas o jurídicas sobre las que recaiga tal obligación responderán sub-
sidiaria o solidariamente según corresponda. 
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Artículo 38. Sanciones. Las sanciones administrativas no podrán implicar en ningún caso la privación de libertad. 

Párrafo I. Las sanciones pecuniarias aplicables a la comisión de las infracciones tipificadas no podrán ser más bene-
ficiosas para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

Párrafo II. En la imposición de las sanciones a que haya lugar se deberá guardar la debida adecuación entre el hecho 
constitutivo de la infracción y la sanción efectivamente aplicada que, en todo caso, deberá determinarse, en cuanto a 
su graduación, atendiendo a la existencia de intencionalidad o reiteración, a la naturaleza de los perjuicios causados, 
y a la reincidencia por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza cuando así 
haya sido declarado por resolución firme. 

Párrafo III. En los casos en que sea posible elegir entre varias sanciones, se elegirá la menos gravosa para el pre-
sunto infractor. 

Artículo 39. Prescripción. Las sanciones prescriben de acuerdo con lo dispuesto en las leyes que las establezcan. 
Si no se contempla plazo alguno en la ley, las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los 
tres años y las leves al año. 

Párrafo I. El plazo de prescripción de las infracciones administrativas empieza a contar desde el día en que la in-
fracción se hubiere cometido. Dicho plazo sólo podrá interrumpirse, con notificación al interesado, cuando se inicie 
el procedimiento sancionador. En caso de que el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes 
por causa inimputable al presunto infractor, se reanudará el plazo de la prescripción. 

Párrafo II. El plazo de prescripción de las sanciones administrativas empieza a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que adquiera firmeza la resolución sancionadora. Dicho plazo sólo podrá interrumpirse, con notificación 
al interesado, cuando se inicie el procedimiento de ejecución, reanudándose dicho plazo si dicho procedimiento se 
paraliza por más de un mes por causa inimputable al infractor. 

Artículo 40. Non bis in idem. No podrán ser objeto de sanción los hechos que hayan merecido sanción penal o ad-
ministrativa en aquellos casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Artículo 41. Procedimiento Sancionador. El ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración Pública se 
realizará siempre en el marco del procedimiento que reglamentariamente se determine, que será común tanto para la 
Administración nacional como para la Administración local. 

Artículo 42. Principios del Procedimiento Sancionador. En el procedimiento administrativo sancionador deberán 
atenderse los siguientes criterios y principios: 

1.  Separación entre la función instructora y la sancionadora, que se encomendará a funcionarios distintos y, si es 
posible, de otros entes públicos. 

2.  Garantía del derecho del presunto responsable a ser notificado de los hechos imputados, de las infracciones 
que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se le puedan imponer, así como de la 
identidad de los instructores, de la autoridad competente para sancionar y de la norma jurídica que atribuya 
tales competencias. 

3.  Garantía del derecho del presunto responsable a formular las alegaciones y uso de los medios de defensa pro-
cedentes, los cuales deberán ser considerados en la decisión del procedimiento. 

4.  Garantía de los derechos de las personas, en la medida en que el presunto responsable es parte interesada en el 
procedimiento administrativo sancionador. 

5.  Adopción, cuando proceda, y en virtud de acuerdo motivado, de las medidas provisionales que sean necesarias 
para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera dictarse. 
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6.  Garantía de la presunción de inocencia del presunto responsable mientras no se demuestre lo contrario. 

Artículo 43. Prueba en el Procedimiento Sancionador. En el procedimiento administrativo sancionador la carga de 
la prueba corresponderá a la Administración. Los hechos probados por resoluciones judiciales penales firmes vincu-
larán a la Administración pública respecto de los procedimientos sancionadores que tramiten. 

Párrafo I. Los hechos constatados por funcionarios constituidos en autoridad formalizados en documentos públicos 
observando los requisitos legales establecidos deberán ser motivados y argumentados concretamente adquiriendo el 
valor que tengan a juicio de la autoridad competente para sancionar, que en todo caso podrán ser desvirtuados por 
prueba en contrario alegada por el presunto responsable. 

Párrafo II. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presunto responsable cuantas pruebas sean nece-
sarias para la determinación de los hechos y posibles responsabilidades.

Artículo 44. Resolución del Procedimiento Sancionador. La resolución que ponga fin al procedimiento sanciona-
dor habrá de ser motivada y deberá resolver todas y cada una de las cuestiones planteadas en el expediente correspon-
diente, sin que se puedan aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento. 

Párrafo. La resolución de estos procedimientos sólo será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa, si bien 
en los casos de solicitud de medidas cautelares, dada la especial naturaleza de estos supuestos, la autoridad adminis-
trativa competente para su resolución habrá de valorar circunstanciadamente los intereses en conflicto y las posibili-
dades reales de que un ulterior recurso judicial pierda completamente su sentido por inútil. 

TÍTULO SEXTO  
REVISIÓN DE ACTOS Y RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

CAPÍTULO I 
DECLARACIÓN DE LESIVIDAD 

Artículo 45. Declaración de lesividad de actos favorables. Los órganos administrativos podrán declarar, por inicia-
tiva propia o a solicitud de interesado, lesivos para el interés público los actos favorables para los interesados nulos o 
anulables, a fin de proceder a su ulterior impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Párrafo I. Si el vicio del acto determinara su nulidad, el proceso de lesividad puede iniciarse en cualquier momento, 
siempre y cuando no se haya producido prescripción de acciones, o si por cualquier circunstancia su activación con-
traríe la equidad, la buena fe o la confianza legítima. 

Párrafo II. Si el vicio fuera de anulabilidad, el proceso de lesividad debe iniciarse antes de transcurrido un año desde 
el dictado del acto. 

Párrafo III. La Administración podrá inadmitir motivadamente las solicitudes de inicio del proceso de lesividad 
cuando carezcan manifiestamente de fundamento, sean contrarias a la buena fe o a la confianza legítima. 

Artículo 46. Revocación de actos desfavorables y rectificación de errores. Los órganos administrativos podrán re-
vocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispen-
sa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria a la igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 

Párrafo I. También podrán rectificar en cualquier momento los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes 
en los actos, de oficio o a instancia de los interesados, dejando constancia escrita de las rectificaciones efectuadas.

Párrafo II. Tanto la revocación de actos desfavorables como la rectificación de errores habrán de ser motivadas y 
hacerse públicas periódicamente la relación de las efectuadas. 
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CAPÍTULO II  
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

Artículo 47. Actos recurribles. Los actos administrativos que pongan fin a un procedimiento, imposibiliten su 
continuación, produzcan indefensión, lesionen derechos subjetivos o produzcan daños irreparables podrán ser direc-
tamente recurridos en vía administrativa. 

Artículo 48. Forma de presentación. Los recursos administrativos se presentarán por escrito en los registros de 
los órganos competentes para resolverlos, que deberá admitirlos y tramitarlos siempre que de su contenido se pueda 
deducir la actuación administrativa recurrida, la voluntad de impugnación y los motivos concretos de inconformidad. 

Artículo 49. Ausencia de efecto suspensivo. Salvo disposición legal expresa en contrario, la interposición de los 
recursos administrativos no suspenderán en principio la ejecución del acto impugnado. 

Artículo 50. Posibilidad de suspensión administrativa de los efectos. El órgano administrativo ante el cual se recu-
rra un acto administrativo podrá, de oficio o a petición de parte, acordar la suspensión de los efectos del acto recurrido 
en el caso de que su ejecución pudiera causar grave perjuicio al interesado, o si la impugnación se fundamentare en 
la nulidad de pleno derecho del acto, pudiendo exigir la constitución previa de una garantía. 

Artículo 51. Carácter optativo de los recursos administrativos. Los recursos administrativos tendrán carácter opta-
tivo para las personas, quienes a su opción, podrán interponerlos o acudir directamente a la vía contenciosa administra-
tiva. La elección de la vía jurisdiccional hará perder la administrativa, pero la interposición del recurso administrativo 
no impedirá desistir del mismo en cualquier estado a fin de promover la vía contenciosa, ni impedirá que se interponga 
el recurso contencioso administrativo una vez resuelto el recurso administrativo o transcurrido el plazo para decidir. 

Artículo 52. Poderes del órgano revisor. El órgano competente para decidir un recurso administrativo podrá confir-
mar, modificar o revocar el acto impugnado, así como ordenar la reposición en caso de vicios de procedimiento, sin 
perjuicio de la facultad de la Administración para convalidar los actos anulables. En ningún caso la Administración 
podrá, al resolver el recurso administrativo, agravar la condición jurídica del interesado que interpuso el recurso.

Artículo 53. Recurso de reconsideración. Plazo para su interposición. Los actos administrativos podrán ser re-
curridos ante los órganos que los dictaron en el mismo plazo de que disponen las personas para recurrirlos a la vía 
contencioso-administrativa. 

Párrafo. El órgano competente para resolver el recurso administrativo dispondrá de un plazo de treinta (30) días 
para dictar su decisión. Si el recurso de reconsideración no fuera resuelto dentro del plazo fijado, el interesado podrá 
reputarlo denegando tácitamente, pudiendo interponer a su opción el recurso jerárquico, si procede, o el contencioso 
administrativo, sin plazo preclusivo. 

Artículo 54. Recurso jerárquico. Contra los actos dictados por órganos sujetos al control jerárquico de otros 
superiores podrá interponerse recurso jerárquico, sin que sea necesario haber deducido previamente recurso de 
reconsideración. 

Párrafo I. En la Administración Central del Estado el recurso jerárquico deberá ser interpuesto por ante el Ministro 
competente. En el caso de los entes descentralizados funcional y territorialmente, el recurso jerárquico deberá ser 
interpuesto contra las decisiones de los órganos subalternos por ante los órganos superiores de ellos. 

Párrafo II. Excepcionalmente, en los casos expresamente establecido en las leyes, un órgano que no sea superior 
jerárquico podrá conocer los recursos contra los actos administrativos de un órgano que no le está subordinado, per-
tenezcan o no a un mismo ente público. 

Párrafo III. La interposición de un recurso jerárquico tendrá que efectuarse en el mismo plazo de que disponen las 
personas para interponer el recurso contencioso administrativo. El recurso deberá ser en todo caso resuelto en un 
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plazo no mayor de treinta (30) días. Si el recurso jerárquico no fuera resuelto dentro del plazo fijado, el interesado po-
drá reputarlo denegado tácitamente, pudiendo interponer, sin plazo preclusivo, el recurso contencioso administrativo.

TÍTULO SÉPTIMO  
RÉGIMEN DE ÓRGANOS COLEGIADOS  

Artículo 55. Órganos colegiados. Los órganos administrativos compuestos por tres o más miembros se sujetarán a lo 
dispuesto en esta ley, sin perjuicio de lo que establezcan sus disposiciones de creación o las adaptaciones requeridas 
para la participación ciudadana. 

Párrafo I. En todo órgano colegiado se deberá designar un presidente y un secretario. A falta de previsión expresa de 
la ley, los cargos indicados son elegidos por el propio órgano colegiado entre sus integrantes, por mayoría absoluta 
de votos.

Párrafo II. El presidente acordará la convocatoria de las sesiones, ordenará las deliberaciones, ejecutará los acuerdos 
y garantizará el cumplimiento de la legalidad en el funcionamiento del órgano. El secretario notificará la convoca-
toria de las sesiones, custodiará y transmitirá la documentación del órgano, levantará acta de sus acuerdos y emitirá 
certificaciones de los mismos. 

Párrafo III. Todo órgano colegiado se reúne ordinariamente con la frecuencia y en el día que indique su ordenamien-
to, y, a falta de ambos, cuando él lo acuerde. 

Párrafo IV. Los miembros de los órganos colegiados tienen derecho a recibir con 48 horas de antelación la informa-
ción relativa a los asuntos a debatir, a participar en las deliberaciones dejando constancia de su opinión y expresar su 
voto disidente de forma motivada para no incurrir en las responsabilidades derivadas de los acuerdos ilegales. 

Párrafo V. Para la válida constitución del órgano colegiado se requerirá al menos un quórum de la mitad más uno 
de los miembros. No obstante la ley que cree cada órgano colegiado podrá exigir un quórum mayor. Los acuerdos 
deberán ser adoptados por mayoría simple, salvo que las normas de cada órgano exijan mayoría cualificada. 

Párrafo VI. Se dejará constancia en acta de la celebración de las sesiones, con indicación de los asistentes, el lugar 
y tiempo en que ha sido efectuada, los puntos de deliberación y los acuerdos adoptados, con indicación de la forma 
y sentido de los votos de todos los participantes. El acta será leída y sometida a la aprobación de los miembros del 
órgano colegiado al final de la misma sesión o al inicio de la siguiente, pudiendo no obstante el secretario certificar 
los acuerdos específicos ya aprobados, así como el pleno autorizar la ejecución inmediata de lo acordado. Cada acta 
será firmada por el secretario, el presidente, por quienes hayan votado singularmente y por quienes así lo soliciten. 

TÍTULO OCTAVO  
SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y DESCARGA BUROCRÁTICA 

Artículo 56. Descarga burocrática. Los ciudadanos no estarán obligados a entregar el mismo documento a un mismo 
órgano administrativo en procedimientos que se sucedan con una diferencia temporal inferior a seis meses, salvo que 
hubiera variado alguna de las circunstancias reflejadas en los documentos en poder del órgano administrativo actuante. 

Párrafo I. En cada una de las dependencias de la Administración se conservarán en archivo los documentos presen-
tados por los ciudadanos, localizables para evitar el abuso en la exigencia documental y sus costes. 

Párrafo II. Para evitar la entrega recurrente de documentos, los ciudadanos firmarán una declaración responsable en 
la que hagan constar la no variación de los datos recogidos en los anteriormente entregados.

Párrafo III. La Administración presumirá la buena fe de las personas. Por lo tanto, las declaraciones de las personas 
se entenderán como verdaderas, sin perjuicio de las potestades inquisitivas de la Administración y del control posterior. 
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TÍTULO NOVENO  
RESPONSABILIDAD DE LOS ENTES PÚBLICOS Y DEL PERSONAL A SU SERVICIO  

Artículo. 57. Responsabilidad subjetiva. El derecho fundamental a la buena administración comprende el dere-
cho de las personas a ser indemnizados de toda lesión que sufran en sus bienes o derechos como consecuencia de 
una acción u omisión administrativa antijurídica. Corresponde a la Administración la prueba de la corrección de su 
actuación. 

Párrafo I. Excepcionalmente, se reconocerá el derecho de los ciudadanos a ser indemnizados incluso en ausencia 
de funcionamiento irregular, a la vista de las circunstancias del caso y, en especial, de la naturaleza de la actividad 
generadora de riesgos o de la existencia de sacrificios especiales o singulares en beneficio de la generalidad de los 
ciudadanos, derivados del ejercicio lícito de potestades administrativas. 

Párrafo II. No son imputables a la Administración los daños derivados de fuerza mayor. Se considera como tal a 
aquellos eventos inevitables ajenos al ámbito de actuación administrativa. 

Párrafo III. La intervención culpable de la víctima en la producción del daño excluirá o moderará la responsabilidad 
administrativa, a la vista de las circunstancias del caso. 

Párrafo IV. Las reclamaciones de responsabilidad patrimonial se regirán por la presente ley, salvo en aquellos su-
puestos en que normas sectoriales que sean también de aplicación a la Administración Pública establezcan un régi-
men especial de responsabilidad. 

Artículo. 58. Legitimación activa y pasiva. La reclamación de indemnización podrá ser formulada por cualquier 
ciudadano, por los propios empleados públicos y por otro ente público, siempre que hayan sufrido un daño como 
consecuencia de una actuación u omisión administrativa. 

Párrafo I. Cuando en la producción del daño intervengan diversos entes públicos, la responsabilidad será solidaria 
entre ellos, sin perjuicio del posterior ejercicio de la acción de regreso. 

Párrafo II. Los entes públicos y sus funcionarios serán conjunta y solidariamente responsables por los daños ocasio-
nados por una actuación u omisión administrativa antijurídica siempre que medie dolo o imprudencia grave.

Párrafo III. En el caso de daños sufridos con ocasión de la ejecución de una obra pública o la prestación de un servi-
cio público concesionado, la indemnización se exigirá en todo caso de la Administración por cuenta de la cual se llevó 
a cabo la actividad, actuando como codemandado el contratista o concesionario. Será de aplicación el régimen de res-
ponsabilidad extracontractual regulado en este Título, debiendo abonar la indemnización aquel que hubiera causado 
el daño. A tales efectos, responderá la Administración si el daño deriva de un defecto en el proyecto elaborado por la 
Administración o de una orden dada por ella. En caso contrario, responderá el contratista o concesionario. Conocerá 
en todo caso de la acción la jurisdicción contencioso-administrativa, sin que quepa deducir acción de responsabilidad 
civil contra el contratista o concesionario ante los tribunales civiles. 

Artículo. 59. Daño indemnizable. Son indemnizables los daños de cualquier tipo, patrimonial, físico o moral, por 
daño emergente o lucro cesante, siempre que sean reales y efectivo. La prueba del daño corresponde al reclamante. 

Párrafo. La indemnización podrá sustituirse, previa motivación, por una compensación en especie o por pagos pe-
riódicos cuando resulte más adecuada para lograr la reparación debida de acuerdo con el interés público siempre que 
exista conformidad del lesionado. 
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Artículo 60. Plazo para reclamar. El derecho a reclamar prescribe a los dos años de producida la actuación pública 
causante del daño o, en su caso, de la manifestación de sus efectos lesivos. En el caso de daños continuados, el plazo 
comenzará a computar desde el momento en que se conozca el alcance definitivo del daño. Cuando el daño derive 
de la aplicación de un acto declarado ilegal por sentencia firme, el plazo prescribirá a los dos años desde la fecha en 
que sea dictada la sentencia, pudiendo en todo caso solicitarse indemnización en el propio recurso que cuestione la 
legalidad del acto en cuestión. 

TÍTULO DÉCIMO 
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 61. Entrada en vigencia. Esta ley entrará en vigencia al cumplirse los dieciocho

(18) meses de su promulgación. 

Párrafo I. En ese período el Ministerio de Administración Pública promoverá la elaboración de un manual de buenas 
prácticas procedimentales, así como la realización de cursos y talleres de procedimiento administrativo dirigido a los 
funcionarios de los entes y órganos administrativos sujetos a esta ley. 

Párrafo II. No obstante la vacatio legis, ningún acto administrativo que lesione o restrinja los derechos e intereses de 
las personas podrá ser dictado sin que al afectado se le respete, con carácter previo, su derecho de audiencia, debien-
do cumplirse además con la exigencia de la motivación en aquellos actos administrativos que se pronuncien sobre 
derechos, tengan un contenido discrecional o generen gasto público.

Artículo 62. Derogaciones. A partir de la entrada en vigencia de esta ley, quedan derogadas todas las disposiciones 
contenidas en leyes generales o especiales que le sean contrarias. 

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República Dominicana, a los tres (03) días del mes de abril del año dos mil trece (2013); años 
170 de la Independencia y 150 de la Restauración. 

Firmado: Reinaldo Pared Pérez, Presidente; Amílcar Romero P., Secretario; Dionis Alfonso Sánchez Carrasco, 
Secretario Ad-Hoc. 

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los veinticuatro (24) días del mes de julio del año 
dos mil trece (2013); años 170.o de la Independencia y 150.o de la Restauración. 

Firmdo: Abel Martínez Durán, Presidente; Ángela Pozo, Secretaria; Juan Julio Campos Ventura, Secretario 

DANILO MEDINA

Presidente de la República Dominicana 

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el Artículo 128 de la Constitución de la República. 

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conocimiento y cumplimiento. 

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los seis (6) días del 
mes de agosto del año dos mil trece (2013); años 170 de la Independencia y 150 de la Restauración. 

DANILO MEDINA






